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I 

(Resoluciones, recomendaciones y dictámenes) 

RECOMENDACIONES 

CONSEJO 

RECOMENDACIÓN DEL CONSEJO 

de 20 de diciembre de 2012 

sobre la validación del aprendizaje no formal e informal 

(2012/C 398/01) 

EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y, en 
particular, sus artículos 165 y 166, 

Vista la propuesta de la Comisión Europea, 

Considerando lo siguiente: 

(1) La validación del resultado del aprendizaje, en particular, 
conocimientos, capacidades y competencias, adquirido a 
través del aprendizaje no formal e informal puede desem­
peñar un importante papel para mejorar la capacidad de 
empleo y la movilidad, así como para aumentar la mo­
tivación para aprender toda la vida, en particular en el 
caso de las personas más desfavorecidas desde el punto 
de vista social y económico o con menores cualificacio­
nes. 

(2) En un momento en que la Unión Europea se enfrenta a 
una grave crisis económica que ha dado pie a un incre­
mento del desempleo, especialmente entre los jóvenes, y 
en el contexto de una población que envejece, la valida­
ción de conocimientos, capacidades y competencias per­
tinentes supone una contribución tanto más valiosa a la 
mejora en el funcionamiento del mercado laboral, el fo­
mento de la movilidad y el refuerzo de la competitividad 
y el crecimiento económico. 

(3) Las organizaciones patronales, los empresarios individua­
les, los sindicatos, las cámaras de industria, comercio y 
artesanía, las entidades nacionales que participan en el 
proceso de reconocimiento de cualificaciones profesiona­
les y en la evaluación y certificación de los resultados del 
aprendizaje, los servicios de empleo, las organizaciones 
juveniles, los trabajadores en el ámbito de la juventud, los 
proveedores de educación y formación, así como las 

organizaciones de la sociedad civil son partes interesadas 
esenciales en la oferta de oportunidades de aprendizaje 
no formal e informal y en todos los procesos de valida­
ción posteriores. 

(4) La Estrategia Europa 2020 para un crecimiento inteligen­
te, sostenible e integrador propugna que se impulsen los 
conocimientos, capacidades y competencias para lograr el 
crecimiento económico y el empleo. Las iniciativas em­
blemáticas que la acompañan, denominadas Juventud en 
Movimiento y Agenda de nuevas cualificaciones y empleos 
destacan la necesidad de contar con itinerarios de apren­
dizaje más flexibles que permitan mejorar el acceso al 
mercado laboral y la progresión en el mismo, facilitar 
la transición entre las fases de trabajo y aprendizaje y 
promover la validación del aprendizaje no formal e in­
formal. 

(5) En las Conclusiones del Consejo, de 12 de mayo de 
2009, sobre un marco estratégico para la cooperación 
europea en la educación y la formación (ET 2020) ( 1 ), 
se señalaba que el aprendizaje permanente debe conce­
birse como un principio fundamental sobre el que gira el 
marco en su conjunto, de modo que abarque el apren­
dizaje en todos los contextos, ya sea formal, no formal o 
informal. 

(6) La "Estrategia de la UE para la juventud: inversión y 
capacitación, un método abierto de coordinación reno­
vado para abordar los desafíos y las oportunidades de los 
jóvenes" de 2009 propugnaba un mayor reconocimiento 
de las competencias adquiridas mediante la educación no 
formal de los jóvenes y subrayaba la necesidad de apro­
vechar plenamente el conjunto de instrumentos creados a 
escala de la Unión Europea para la validación del cono­
cimiento, las capacidades y las competencias para el re­
conocimiento de cualificaciones. Fue respaldada mediante
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la Resolución del Consejo, de 27 de noviembre de 2009, 
relativa a un marco renovado para la cooperación euro­
pea en el ámbito de la juventud (2010-2018) ( 1 ). 

(7) En el Comunicado de Brujas de diciembre de 2010, los 
Ministros Europeos de Educación y Formación Profesio­
nales, los interlocutores sociales europeos y la Comisión 
Europea declararon que los países participantes debían 
empezar a elaborar, a más tardar en 2015, procedimien­
tos nacionales de reconocimiento y validación del apren­
dizaje no formal e informal, respaldados, cuando proce­
da, por marcos nacionales de cualificaciones. 

(8) El Comunicado de la Conferencia de Ministros Europeos 
responsables de la Educación Superior, celebrada en Lo­
vaina y Lovaina la Nueva, Bélgica, los días 28 y 29 de 
abril de 2009, subrayaba que unas medidas eficaces de 
aprendizaje permanente deberían incluir principios y pro­
cedimientos básicos para el reconocimiento del aprendi­
zaje previo sobre la base de los resultados del aprendi­
zaje, al tiempo que las conclusiones del Consejo de 28 de 
noviembre de 2011 sobre la modernización de la ense­
ñanza superior ( 2 ) se instaba a los Estados miembros a 
establecer unos itinerarios claros hacia la enseñanza su­
perior a partir de la formación profesional y de otros 
tipos, así como mecanismos de reconocimiento del 
aprendizaje y la experiencia previos adquiridos al margen 
de la educación y la formación formales. 

(9) La Resolución del Consejo, de 28 de noviembre de 2011, 
sobre un plan europeo renovado de aprendizaje de adul­
tos ( 3 ), señaló como uno de sus objetivos prioritarios para 
el período 2012-2014 la creación de sistemas plena­
mente funcionales para convalidar el aprendizaje no for­
mal e informal y promover el acceso de los adultos de 
todas las edades y a todos los niveles de cualificación, y 
también de las empresas y otras organizaciones. 

(10) En la Resolución del Consejo, de 19 de diciembre de 
2002 ( 4 ) relativa al fomento de la cooperación reforzada 
europea en materia de educación y formación profesio­
nales y en la Declaración de Copenhague, de 30 de no­
viembre de 2002, se pedía que se elaborase un conjunto 
de principios comunes para la validación del aprendizaje 
no formal e informal. 

(11) Las Conclusiones del Consejo y de los Representantes de 
los Gobiernos de los Estados Miembros reunidos en el 
seno del Consejo de 18 de mayo de 2004 promovían los 
principios europeos comunes para la determinación y 
validación del aprendizaje no formal e informal. 

(12) Desde 2004 se publica periódicamente un Inventario 
europeo sobre la validación del aprendizaje no formal e 
informal, que contiene información actualizada sobre las 
prácticas de validación vigentes en los países europeos, 

mientras que en 2009 se publicaron unas Directrices 
europeas para la validación del aprendizaje no formal e 
informal. 

(13) La Decisión n o 2241/2004/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 15 de diciembre de 2004 ( 5 ), relativa a 
un marco comunitario único para la transparencia de las 
cualificaciones y competencias (Europass), se estableció 
«Europass», un expediente europeo que pueden utilizar 
los ciudadanos para comunicar mejor, registrar y presen­
tar sus competencias y cualificaciones en toda Europa. 

(14) En la Resolución del Consejo y de los representantes de 
los gobiernos de los Estados miembros reunidos en el 
seno del Consejo, de 18 de mayo de 2006 sobre el 
reconocimiento del valor de la educación no formal e 
informal en el ámbito de la juventud europea ( 6 ), se in­
vitaba a los Estados miembros a permitir la determina­
ción de competencias adquiridas mediante el aprendizaje 
no formal e informal, para que pudiese ser reconocido en 
el mercado laboral. 

(15) El instrumento Youthpass se creó como un instrumento 
de transparencia para los participantes en el proyecto 
financiado por el programa de acción comunitario «La 
juventud en acción», establecido por el Parlamento Euro­
peo y el Consejo en virtud de la Decisión n. o 1719/2006/ 
CE ( 7 ). 

(16) En la Recomendación del Parlamento Europeo y del Con­
sejo, de 23 de abril de 2008,relativa a la creación del 
Marco Europeo de Cualificaciones para el aprendizaje 
permanente ( 8 ), se invitaba a los Estados miembros a 
que alineasen sus sistemas nacionales de cualificaciones 
con el Marco Europeo de Cualificaciones, y a que pro­
moviesen la validación del aprendizaje no formal e infor­
mal de conformidad con los principios europeos comu­
nes acordados en las conclusiones del Consejo de mayo 
de 2004. 

(17) El Sistema Europeo de Transferencia y Acumulación de 
Créditos (ECTS), creado en 1989 en el marco del Pro­
grama Erasmus, concede créditos para el aprendizaje for­
mal basándose en los resultados de aprendizaje y la carga 
de trabajo de los estudiantes, y también facilita a los 
centros de enseñanza superior la concesión de créditos 
basándose en los resultados de aprendizaje de experien­
cias de aprendizaje no formal e informal. 

(18) En la Recomendación del Parlamento Europeo y del Con­
sejo, de 18 de junio de 2009, sobre el establecimiento de 
un Marco de Referencia Europeo de Garantía de la Cali­
dad en la Educación y Formación Profesionales ( 9 ) se 
subrayaba que dicho Marco debería apoyar la aplicación 
de unos principios europeos comunes para la determina­
ción y validación del aprendizaje no formal e informal, 
mejorando la interconexión entre la educación, la forma­
ción y el empleo, y tendiendo puentes entre el aprendi­
zaje formal, el no formal y el informal.
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(19) La Recomendación del Parlamento Europeo y del Conse­
jo, de 18 de junio de 2009, creó un Sistema Europeo de 
Créditos para la Educación y la Formación Profesionales 
(ECVET) ( 1 ), que se utiliza para la transferencia, el reco­
nocimiento y la acumulación de los resultados de apren­
dizaje de las personas en contextos formales y, cuando 
proceda, no formales e informales. 

(20) Las consultas en forma de encuesta en línea, los debates 
en los órganos políticos pertinentes y una gran variedad 
de actividades de aprendizaje entre iguales, con la parti­
cipación de los interlocutores sociales, pusieron de ma­
nifiesto un gran consenso sobre la importancia de hacer 
visibles las capacidades adquiridas a través de la experien­
cia, así como un amplio apoyo a una iniciativa europea 
para fomentar políticas y prácticas en materia de valida­
ción en los Estados miembros de la Unión. 

HA ADOPTADO LA PRESENTE RECOMENDACIÓN: 

1. LOS ESTADOS MIEMBROS, CON EL FIN DE OFRECER A LOS 
CIUDADANOS LA OPORTUNIDAD DE DEMOSTRAR LO QUE 
HAN APRENDIDO AL MARGEN DE LA EDUCACIÓN Y LA FOR­
MACIÓN FORMALES, INCLUSIVE MERCED A SUS EXPERIENCIAS 
EN MATERIA DE MOVILIDAD, Y CON EL FIN DE APROVE­
CHARLO EN SUS VIDAS PROFESIONALES Y EN SU APRENDIZAJE 
POSTERIOR, Y CON EL DEBIDO RESPETO DEL PRINCIPIO DE 
SUBSIDIARIEDAD, DEBERÁN: 

1) Establecer para 2018 a más tardar, de acuerdo a las cir­
cunstancias y especificidades nacionales y según conside­
ren apropiado, disposiciones para la validación del apren­
dizaje no formal e informal que permitan a las personas: 

a) validar los conocimientos, capacidades y competencias 
adquiridos mediante el aprendizaje no formal e infor­
mal, cuando proceda, mediante los recursos educativos 
abiertos; 

b) obtener una cualificación total o, cuando proceda, par­
cial sobre la base de experiencias de aprendizaje no 
formal e informal validadas, sin perjuicio de otras dis­
posiciones del Derecho de la Unión, en particular la 
Directiva 2005/36/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 7 de septiembre de 2005 relativa al reco­
nocimiento de cualificaciones profesionales ( 2 ), 

Los Estados miembros podrán dar prioridad a determina­
dos ámbitos o sectores dentro de las disposiciones de 
validación que decidan de acuerdo con sus necesidades. 

2) Incluir los siguientes elementos, según proceda, en las 
disposiciones de validación del aprendizaje no formal e 
informal que establezcan, al tiempo que permiten que 
cada ciudadano se sirva de ellas, bien por separado, 
bien de forma combinada, de forma acorde con sus ne­
cesidades: 

a) DETERMINACIÓN de los resultados del aprendizaje que 
haya adquirido una persona mediante un aprendizaje 
no formal e informal; 

b) DOCUMENTACIÓN de los resultados del aprendizaje 
que haya adquirido una persona mediante un aprendi­
zaje no formal e informal; 

c) EVALUACIÓN de los resultados del aprendizaje que 
haya adquirido una persona mediante un aprendizaje 
no formal e informal; 

d) CERTIFICACIÓN de los resultados de la evaluación del 
aprendizaje individual adquiridos mediante un apren­
dizaje no formal e informal, ya sea en forma de cua­
lificación, de créditos que den lugar a una cualificación 
o de cualquier otro modo que se considera apropiado. 

3) Aplicar los siguientes principios, según proceda, a las 
disposiciones de validación del aprendizaje no formal e 
informal que establezcan, al tiempo que tienen en cuenta 
las necesidades y características nacionales, regionales o 
locales y sectoriales: 

a) Las disposiciones de validación estarán vinculadas a los 
marcos nacionales de cualificaciones y en consonancia 
con el Marco Europeo de Cualificaciones; 

b) Se pondrá a disposición de personas y organizaciones 
la correspondiente información y orientación sobre las 
ventajas y oportunidades de la validación, así como 
sobre los procedimientos correspondientes para acce­
der a ella; 

c) Los grupos desfavorecidos, incluidas las personas en 
situación de desempleo o los ciudadanos con más 
probabilidades de caer en el desempleo podrán bene­
ficiarse especialmente de las disposiciones de valida­
ción, ya que esta puede aumentar su participación en 
el aprendizaje permanente y su acceso al mercado de 
trabajo; 

d) Las personas en situación de desempleo o en riesgo de 
desempleo tienen la oportunidad, de conformidad con 
su legislación y especificidades nacionales, de some­
terse a una especie de "auditoría de competencias" 
destinada a determinar sus conocimientos, capacidades 
y competencias dentro de un plazo razonable, ideal­
mente dentro de los seis meses siguientes a la detec­
ción de una necesidad; 

e) La validación del aprendizaje no formal e informal, 
apoyada por una orientación y un asesoramiento ade­
cuados es fácilmente accesible; 

f) Se aplican medidas transparentes de garantía de calidad 
en consonancia con los marcos de garantía de calidad 
existentes en apoyo de métodos e instrumentos de 
evaluación fiables, válidos y dignos de crédito; 

g) Se garantiza el perfeccionamiento de la competencia 
profesional del personal que participa en el proceso de 
validación en todos los sectores pertinentes; 

h) Las cualificaciones o, cuando proceda, partes de las 
cualificaciones obtenidas mediante la validación de ex­
periencias de aprendizaje no formal e informal respe­
tan las normas acordadas que sean iguales o equiva­
lentes a las normas de las cualificaciones obtenidas a 
través de programas de educación formal; 

i) Se impulsa la utilización de instrumentos de trans­
parencia de la Unión, como el marco Europass y 
Youthpass con el fin de facilitar la documentación de 
los resultados del aprendizaje;
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j) Existen sinergias entre las disposiciones de validación y 
los sistemas de créditos aplicables en el sistema formal 
de educación y formación, por ejemplo, el ECTS y el 
ECVET; 

4) Promover la participación en la concepción y aplicación 
de los elementos y principios indicados en los puntos 1 a 
4, de todas las partes interesadas, como por ejemplo em­
presarios, sindicatos, cámaras de industria, comercio y 
artesanía, entidades nacionales que participen en el pro­
ceso de reconocimiento de cualificaciones profesionales, 
servicios de empleo, organizaciones juveniles, trabajadores 
en el ámbito de la juventud, proveedores de educación y 
formación, y las organizaciones de la sociedad civil. 

Para promover la participación en este proceso: 

a) los empresarios, las organizaciones juveniles y las or­
ganizaciones de la sociedad civil deberán promover y 
facilitar la determinación y la documentación de los 
resultados de aprendizaje adquiridos en el trabajo o en 
actividades de voluntariado, utilizando los instrumen­
tos pertinentes de transparencia de la Unión, como los 
elaborados en el marco de Europass y Youthpass; 

b) los proveedores de educación y formación deberán 
facilitar el acceso a la educación y la formación for­
males sobre la base de los resultados del aprendizaje 
adquirido en contextos no formales e informales y, en 
su caso, conceder exenciones o créditos en relación 
con los resultados del aprendizaje adquirido en con­
textos no formales o informales; 

5) Promover la coordinación de las disposiciones de valida­
ción entre las partes interesadas en los sectores de la 
educación, la formación, el empleo y el juvenil, así 
como las partes interesadas de otros ámbitos de actuación 
pertinentes. 

2. LOS ESTADOS MIEMBROS Y LA COMISIÓN DEBEN ADOPTAR 
LAS SIGUIENTES MEDIDAS: 

a) Garantizar el seguimiento de la presente Recomendación 
por el Grupo Consultivo para el Marco Europeo de Cua­
lificaciones creado mediante la Recomendación del Parla­
mento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2008, 
relativa a la creación del Marco Europeo de Cualificacio­
nes para el aprendizaje permanente (MEC) ( 1 ) y hacer par­
tícipes a las organizaciones juveniles y a los representantes 
del sector del voluntariado en posteriores actividades del 
citado Grupo Consultivo MEC; 

b) Informar de los avances logrados en la adopción de la 
presente Recomendación en futuros informes conjuntos 
del Consejo y la Comisión en relación con el marco 
estratégico del programa Educación y Formación 2020 y 
en futuros informes conjuntos de la Unión Europea sobre 

Juventud con arreglo al marco renovado de cooperación 
europea en el ámbito de la juventud. 

c) Apoyar la aplicación de la presente Recomendación apro­
vechando los conocimientos especializados de las agencias 
de la Unión, en particular el Cedefop, e informando sobre 
la situación relativa a la validación del aprendizaje no 
formal e informal en el informe anual sobre el desarrollo 
de los marcos nacionales de cualificaciones. 

3. LA COMISIÓN ADOPTARÁ LAS SIGUIENTES MEDIDAS: 

a) apoyar a los Estados miembros y a las partes interesadas: 

— facilitar un aprendizaje entre iguales efectivo y el in­
tercambio de experiencias y buenas prácticas; 

— revisar regularmente las Directrices europeas para la 
validación del aprendizaje no formal e informal; 

— revisar periódicamente el Inventario Europeo sobre la 
validación del aprendizaje no formal e informal, en 
cooperación con los Estados miembros. 

b) Antes de 2018, plantearse, en consulta con los Estados 
miembros, tal como se especifica en la Decisión n o 
2241/2004/CE la promoción de instrumentos adicionales 
en el marco de Europass que faciliten la transparencia en 
toda la Unión de los resultados del aprendizaje validados 
adquiridos mediante experiencias no formales e informa­
les; 

c) Garantizar que, en cooperación con los Estados miem­
bros, los Programas de Aprendizaje Permanente y «La 
juventud en acción», y, sin perjuicio de las negociaciones 
del próximo Marco financiero plurianual, el futuro pro­
grama europeo de educación, formación, juventud y de­
porte y los Fondos Estructurales europeos se utilicen para 
apoyar la aplicación de la presente Recomendación; 

d) Valorar y evaluar, en cooperación con los Estados miem­
bros y previa consulta a las partes interesadas, las acciones 
emprendidas en respuesta a la presente Recomendación, y 
presentar un informe al Consejo, a más tardar el 31 de 
diciembre de 2019, sobre la experiencia adquirida y las 
repercusiones en el futuro, incluida, en su caso, la posible 
revisión de la presente Recomendación. 

Hecho en Bruselas, el 20 de diciembre de 2012. 

Por el Consejo 
El Presidente 

E. FLOURENTZOU
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ANEXO 

DEFINICIONES 

A efectos de la presente Recomendación, se aplicarán las siguientes definiciones: 

a) Aprendizaje formal, el que tiene lugar en entornos organizados y estructurados, dedicado específicamente al aprendizaje, 
y por lo general da lugar a la concesión de una cualificación, por lo general en forma de certificado o de título, y a 
barca los sistemas de enseñanza general, de formación profesional inicial y de enseñanza superior. 

b) Aprendizaje no formal, el derivado de actividades planificadas (en cuanto a objetivos didácticos y duración) en el que 
existe alguna forma de apoyo al aprendizaje (como, por ejemplo, una relación entre estudiante y profesor). Puede 
abarcar programas para impartir capacidades laborales, alfabetización de adultos y la educación básica para personas 
que han abandonado la escuela prematuramente. Algunos casos muy comunes de aprendizaje no formal son la 
formación dentro de la empresa, a través de la cual las empresas actualizan y mejoran las capacidades de sus 
trabajadores, como el manejo de las tecnologías de la información y de la comunicación (TIC), el aprendizaje en 
línea estructurado (por ejemplo, utilizando recursos educativos abiertos) y cursos organizados por organizaciones de la 
sociedad civil para sus miembros, su grupo destinatario o el público en general. 

c) Aprendizaje informal es el resultante de actividades cotidianas relacionadas con el trabajo, la familia o el ocio y que no 
está organizado o estructurado en cuanto a objetivos, tiempo o apoyo para el aprendizaje. El aprendizaje informal 
puede ser no intencionado desde el punto de vista de quien aprende. Un ejemplo de los resultados obtenidos a través 
del aprendizaje informal son las capacidades adquiridas a través de las experiencias vitales y laborales. Otros ejemplos 
son las competencias en gestión de proyectos y en el manejo de las TIC adquiridas en el trabajo, los idiomas y las 
competencias interculturales aprendidos durante una estancia en otro país, las competencias en TIC adquiridas fuera 
del trabajo, las capacidades adquiridas en actividades de voluntariado, culturales, deportivas, con jóvenes, o realizadas 
en casa (por ejemplo, el cuidado de un hijo). 

d) Recursos educativos abiertos (REA), material digitalizado ofrecido de forma gratuita y abierta a educadores, estudiantes y 
autodidactas para su uso y reutilización con el fin de enseñar, aprender e investigar. Incluye contenidos de aprendizaje, 
instrumentos de equipo lógico para diseñar, utilizar y distribuir contenidos, y recursos de aplicación como por 
ejemplo, licencias abiertas. Por REA también se entenderán los contenidos digitales acumulados que pueden adaptarse 
y que proporcionan beneficios sin restringir las posibilidades de que otros disfruten de ellos. 

e) Auditoría de competencias, proceso orientado a determinar y analizar los conocimientos, capacidades y competencias de 
una persona, inclusive sus aptitudes y motivaciones, con el fin de poder elaborar un proyecto de carrera o planear una 
reorientación profesional o un proyecto formativo. El objetivo de las auditorías de competencias es ayudar a las personas 
a analizar su experiencia profesional, a autoevaluar su posición en el entorno laboral y a planear un itinerario 
profesional, o, en algunos casos, a la validación de los resultados de su aprendizaje no formal o informal. 

f) Cualificación es el resultado formal de un proceso de evaluación y validación que se obtiene cuando un organismo 
competente establece que el aprendizaje de una persona ha superado un nivel determinado. 

g) Resultados del aprendizaje son la expresión de lo que una persona sabe, comprende y es capaz de hacer al culminar un 
proceso de aprendizaje; se definen en términos de conocimientos, capacidades y competencias. 

h) Marco nacional de cualificaciones: instrumento de clasificación de las cualificaciones en función de un conjunto de 
criterios correspondientes a determinados niveles de aprendizaje, cuyo objeto consiste en integrar y coordinar los 
subsistemas nacionales de cualificaciones y en mejorar la transparencia, el acceso, la progresión y la calidad de las 
cualificaciones en relación con el mercado de trabajo y la sociedad civil. 

i) La validación es un proceso por el que un organismo autorizado confirma que una persona ha adquirido los resultados 
de aprendizaje medidos respecto a un nivel pertinente y consta de cuatro fases distintas: 

1) la DETERMINACIÓN, mediante el diálogo, de la experiencia concreta de una persona; 

2) la DOCUMENTACIÓN (para hacer visible la experiencia de la persona); 

3) la EVALUACIÓN formal de dicha experiencia y 

4) la CERTIFICACIÓN de los resultados de la evaluación que puede conducir a una cualificación completa o parcial. 

j) Reconocimiento del aprendizaje previo, la validación de los resultados del aprendizaje, bien se trate de educación formal o 
no formal o informal, adquirido con anterioridad a la solicitud de validación.
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II 

(Comunicaciones) 

COMUNICACIONES PROCEDENTES DE LAS INSTITUCIONES, ÓRGANOS Y 
ORGANISMOS DE LA UNIÓN EUROPEA 

COMISIÓN EUROPEA 

Comunicación de la Comisión por la que se modifica el anexo de la Comunicación de la Comisión a 
los Estados miembros sobre la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento 

de la Unión Europea al seguro de crédito a la exportación a corto plazo 

(Texto pertinente a efectos del EEE) 

(2012/C 398/02) 

I. INTRODUCCIÓN 

(1) La nueva Comunicación de la Comisión a los Estados miem­
bros sobre la aplicación de los artículos 107 y 108 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea al seguro 
de crédito a la exportación a corto plazo ( 1 ) (en lo sucesivo 
denominada «la Comunicación») estipula en el punto 13 que 
los aseguradores estatales ( 2 ) que tengan determinadas ven­
tajas de las que no disfruten los aseguradores de crédito 
privados, no pueden asegurar créditos a la exportación a 
corto plazo para los riesgos negociables. Los riesgos nego­
ciables se definen en el punto 9 como riesgos comerciales y 
políticos con un período de riesgo máximo de menos de 
dos años con respecto a compradores públicos y no públi­
cos en los países que figuran en el anexo de la Comunica­
ción. 

(2) Como consecuencia de la difícil situación en Grecia, en 
2011 se constató una falta de capacidad de seguro o rease­
guro para cubrir las exportaciones a Grecia. Esto llevó a la 
Comisión a modificar la Comunicación de la Comisión a los 
Estados miembros con arreglo al apartado 1 del artículo 93 
del Tratado CE por la que se aplican los artículos 92 y 93 
del Tratado al seguro de crédito a la exportación a corto 
plazo, que se encontraba en vigor en esos momentos, ex­
cluyendo temporalmente a Grecia de la lista de países cuyos 
riesgos son negociables ( 3 ). Esta modificación expira el 31 de 
diciembre de 2012. Como consecuencia de ello, a partir del 
1 de enero de 2013, en principio, se consideraría a Grecia 
como país cuyos riesgos son negociables, puesto que todos 
los Estados miembros de la UE están incluidos en la lista de 
países cuyos riesgos son negociables que figura en el anexo 
de la nueva Comunicación, que entra en vigor el 1 de enero 
de 2013. 

(3) Sin embargo, el punto 5.2 de la Comunicación en el que se 
prevé un procedimiento especial para la posible modifica­
ción de la lista de países cuyos riesgos son negociables, es 
aplicable a partir de la fecha de la adopción de la Comuni­
cación, es decir, el 6 de diciembre de 2012. Habida cuenta 
de la difícil situación de Grecia, la Comisión ha decidido 
recurrir a este procedimiento para determinar si la situación 
actual del mercado justifica la expiración de la exclusión en 
2013 de Grecia de la lista de países cuyos riesgos son 
negociables, o si es necesaria su prórroga. 

II. EVALUACIÓN 

(4) Al determinar si la falta de capacidad suficiente del sector 
privado para cubrir todos los riesgos económicamente jus­
tificables justificaría la prórroga de la exclusión temporal de 
Grecia de la lista de países cuyos riesgos son negociables, la 
Comisión consultó y solicitó información a los Estados 
miembros, a los aseguradores de crédito privados y a otras 
partes interesadas. La Comisión publicó una solicitud de 
información sobre la disponibilidad del seguro de crédito 
a la exportación a corto plazo para las exportaciones a 
Grecia el 6 de noviembre de 2012 ( 4 ). El plazo para las 
respuestas expiró el 23 de noviembre de 2012. Se recibie­
ron 25 respuestas de Estados miembros, aseguradores pri­
vados y exportadores. 

(5) La información presentada a la Comisión muestra clara­
mente que la capacidad de seguro de crédito a la exporta­
ción de las entidades privadas en el caso de Grecia sigue 
siendo insuficiente y que no se prevé que adquiera dicha 
capacidad en un futuro próximo. El volumen total asegu­
rado para los riesgos griegos ha disminuido sensiblemente 
en 2011/2012. Los nuevos límites para los seguros de cré­
dito para los riesgos griegos son casi imposibles de obtener,
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( 1 ) DO C 392 de 19.12.2012, p. 1. 
( 2 ) Un asegurador estatal se define como una empresa u otra organiza­

ción que asegura créditos a la exportación con apoyo de, o en 
nombre de un Estado miembro, o de un Estado miembro que ase­
gura el crédito a la exportación; véase el punto 9. 

( 3 ) DO C 117 de 21.4.2012, p. 1. 
( 4 ) http://ec.europa.eu/competition/consultations/2012_export_greece/ 

index_en.html

http://ec.europa.eu/competition/consultations/2012_export_greece/index_en.html
http://ec.europa.eu/competition/consultations/2012_export_greece/index_en.html


y los límites existentes se han reducido o anulado. Al 
mismo tiempo, las aseguradoras estatales han registrado 
un incremento en los seguros de crédito a la exportación 
a Grecia a causa de la falta de disponibilidad de seguros 
privados. 

(6) Desde la Decisión de la Comisión de retirar temporalmente 
a Grecia de la lista de países cuyos riesgos son negociables 
en abril de 2012 ( 5 ), la capacidad de las entidades privadas 
se ha restringido aún más. Ninguno de los consultados 
considera que el sector privado dispondrá de suficiente ca­
pacidad en 2013. El análisis efectuado por la Comisión en 
dicha Decisión respecto a la falta de capacidad suficiente de 
los seguros de crédito a la exportación de entidades privadas 
en el caso de Grecia sigue siendo válido. 

(7) Las perspectivas económicas para Grecia se han revisado a 
la baja desde el pasado mes de abril. De acuerdo con las 
Previsiones Económicas de la Comisión Europea de otoño 
de 2012, la economía griega atraviesa una fuerte recesión. 
Se estima que la contracción del crecimiento económico se 
mantendrá en 2013 ( 6 ). El deterioro del entorno económico 
se refleja en las calificaciones del riesgo soberano ( 7 ). El 
impacto en las empresas griegas es grave y las insolvencias 
empresariales son significativas ( 8 ). Se espera que esta situa­
ción continúe en 2013. 

(8) Por todo ello, sobre la base de la información recogida, la 
Comisión ha constatado una falta de de capacidad privada 
suficiente para cubrir todos los riesgos económicamente 
justificables y ha decidido prorrogar la exclusión de Grecia 
de la lista de países cuyos riesgos son negociables. 

III. MODIFICACIÓN DE LA COMUNICACIÓN 

(9) Del 1 de enero de 2013 al 31 de diciembre de 2013 se 
aplicará la siguiente modificación de la Comunicación de la 
Comisión a los Estados miembros sobre la aplicación de los 
artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea al seguro de crédito a la exportación a corto 
plazo: 

— El anexo se sustituye por el texto siguiente: 

«Lista de países cuyos riesgos son negociables 

Todos los Estados miembros, a excepción de Grecia 

Australia 

Canadá 

Islandia 

Japón 

Nueva Zelanda 

Noruega 

Suiza 

Estados Unidos de America»
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( 5 ) Véase la nota a pie de página 3. 
( 6 ) Comisión Europea, Previsiones Económicas de la Comisión Europea 

de otoño de 2012, Economía Europea 7/2012, p. 66. 
( 7 ) Por ejemplo, Moody's: C [el deudor no ha pagado una o varias de 

sus obligaciones financieras (calificadas o no) en el momento del 
devengo], S&P: CCC, Fitch: CCC (el deudor es vulnerable y depen­
diente de unas condiciones económicas favorables para cumplir sus 
compromisos). 

( 8 ) Las insolvencias empresariales han aumentado en un 30 % en por­
centaje interanual en 2010 y 2011 (actualización de riesgo de país, 
Atradius, Grecia, 10 de julio de 2012) y se espera que sigan aumen­
tando en 2012 y 2013 (Economic Outlook n o 1186 de Euler Hermes).



IV 

(Información) 

INFORMACIÓN PROCEDENTE DE LAS INSTITUCIONES, ÓRGANOS Y 
ORGANISMOS DE LA UNIÓN EUROPEA 

CONSEJO 

Anuncio dirigido a las personas y entidades a las que se aplican las medidas restrictivas previstas en 
la Decisión 2010/413/PESC del Consejo, modificada por la Decisión 2012/829/PESC del Consejo, y 
en el Reglamento (UE) n o 267/2012 del Consejo, que se aplica en virtud del Reglamento de 
Ejecución (UE) n o 1264/2012 del Consejo, relativo a la adopción de medidas restrictivas contra Irán 

(2012/C 398/03) 

CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA 

Se comunica la siguiente información a las personas y entidades que figuran en el anexo II de la Decisión 
2010/413/PESC del Consejo, modificada en virtud de la Decisión 2012/829/PESC ( 1 ) del Consejo, y en el 
anexo IX del Reglamento (UE) n o 267/2012 del Consejo, que se aplica en virtud del Reglamento de 
Ejecución (UE) n o 1264/2012 ( 2 ) del Consejo, relativo a la adopción de medidas restrictivas contra Irán. 

El Consejo de la Unión Europea ha decidido que las personas y entidades que figuran en los citados anexos 
deben quedar incluidas en las listas de personas y entidades sujetas a las medidas restrictivas establecidas en 
la Decisión 2010/413/PESC y en el Reglamento (UE) n o 267/2012, relativos a las medidas restrictivas contra 
Irán. Los motivos que han llevado a incluir a estas personas y entidades en las listas figuran en las entradas 
pertinentes de los citados anexos. 

Se pone en conocimiento de las personas y entidades interesadas que tienen la posibilidad de cursar una 
solicitud a las autoridades competentes de los Estados miembros correspondientes que se mencionan en los 
sitios web indicados en el anexo X del Reglamento (UE) n o 267/2012, a fin de obtener autorización para 
utilizar los fondos inmovilizados para satisfacer necesidades básicas o efectuar pagos concretos (véase el 
artículo 26 del Reglamento). 

Las personas y entidades interesadas podrán presentar al Consejo una solicitud, junto con la documentación 
probatoria correspondiente, para que se reconsidere la decisión de incluirlas en las listas mencionadas. Dicha 
solicitud deberá remitirse a la siguiente dirección: 

Consejo de la Unión Europea 
Secretaría General 
DG C — Coordinación 
Rue de la Loi/Wetstraat 175 
1048 Bruxelles/Brussel 
BELGIQUE/BELGIË 

Se comunica asimismo a las personas y entidades interesadas que pueden recurrir la decisión del Consejo 
ante el Tribunal General de la Unión Europea, con arreglo a las condiciones establecidas en el artículo 275, 
párrafo segundo, y en el artículo 263, párrafos cuarto y sexto, del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea.
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COMISIÓN EUROPEA 

Tipo de cambio del euro ( 1 ) 

21 de diciembre de 2012 

(2012/C 398/04) 

1 euro = 

Moneda Tipo de cambio 

USD dólar estadounidense 1,3209 

JPY yen japonés 110,99 

DKK corona danesa 7,4612 

GBP libra esterlina 0,81420 

SEK corona sueca 8,5945 

CHF franco suizo 1,2077 

ISK corona islandesa 

NOK corona noruega 7,3155 

BGN lev búlgaro 1,9558 

CZK corona checa 25,189 

HUF forint húngaro 287,20 

LTL litas lituana 3,4528 

LVL lats letón 0,6964 

PLN zloty polaco 4,0645 

RON leu rumano 4,4473 

TRY lira turca 2,3709 

Moneda Tipo de cambio 

AUD dólar australiano 1,2662 

CAD dólar canadiense 1,3090 

HKD dólar de Hong Kong 10,2371 

NZD dólar neozelandés 1,6029 

SGD dólar de Singapur 1,6126 

KRW won de Corea del Sur 1 421,45 

ZAR rand sudafricano 11,3067 

CNY yuan renminbi 8,2311 

HRK kuna croata 7,5370 

IDR rupia indonesia 12 758,09 

MYR ringgit malayo 4,0430 

PHP peso filipino 54,300 

RUB rublo ruso 40,5950 

THB baht tailandés 40,459 

BRL real brasileño 2,7360 

MXN peso mexicano 17,0072 

INR rupia india 72,7490
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DECISIÓN DE LA COMISIÓN 

de 12 de junio de 2012 

relativa a la ayuda estatal SA.21918 (C 17/07) (ex NN 17/07) ejecutada por Francia tarifas reguladas 
de la electricidad en Francia 

[notificada con el número C(2012) 2559] 

(El texto en lengua francesa es el único auténtico) 

(Texto pertinente a efectos del EEE) 

(2012/C 398/05) 

LA COMISIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y, en 
particular, su artículo 108, apartado 2, párrafo primero ( 1 ), 

Visto el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo y, en 
particular, su artículo 62, apartado 1, letra a), 

Después de haber emplazado a los interesados para que presen­
taran sus observaciones, de conformidad con los citados artícu­
los ( 2 ), y teniendo en cuenta dichas observaciones, 

Considerando lo siguiente: 

I. PROCEDIMIENTO 

(1) Mediante carta de 13 de junio de 2007, la Comisión 
informó a Francia de su decisión de incoar el procedi­
miento de investigación formal previsto en el artículo 88, 
apartado 2, del Tratado CE por lo que respecta a las 
«tarifas reguladas de venta de la electricidad» (en lo suce­
sivo denominadas «tarifas normales») y las «tarifas regu­
ladas transitorias de ajuste del mercado» (en lo sucesivo 
denominadas «tarifas de regreso»), ambas en sus compo­
nentes amarillo y verde, por lo que se refiere a su apli­
cación después del 1 de julio de 2004 a clientes no 
domésticos que no sean pequeñas empresas. Las normas 
y tarifas aplicables a los clientes domésticos y a las pe­
queñas empresas (tarifas «azules») no están cubiertos por 
el presente procedimiento. 

(2) La Decisión de la Comisión de incoar el procedimiento 
de investigación formal se publicó en el Diario Oficial de 
la Unión Europea ( 3 ). La Comisión invitó a los interesados 
a presentar sus observaciones sobre la ayuda en cuestión. 

(3) La Comisión recibió observaciones al respecto por parte 
de los interesados. Transmitió dichas observaciones a 
Francia, dándole la posibilidad de comentarlas y recibió 
sus comentarios por carta de 31 de enero de 2008. 

(4) En el marco de su estudio de las medidas en cuestión, la 
Comisión ha tenido conocimiento del artículo 166 de la 
Ley n o 2008-776, de 4 de agosto de 2008 ( 4 ), que entró 
en vigor el 6 de agosto de 2008. Esta medida ha modi­
ficado el artículo 30-1 de la Ley n o 2004-803, de 9 de 
agosto de 2004, modificada ( 5 ), que estableció el régimen 
de tarifas de regreso. 

(5) Mediante carta de 10 de marzo de 2009, la Comisión 
informó a Francia de su decisión de ampliar el ámbito de 
aplicación del procedimiento de investigación formal al 
régimen de tarifas de regreso tal como resulta de las 
modificaciones introducidas por el artículo 166 de la 
Ley n o 2008-776 ( 6 ) La Comisión consideraba, en efecto, 
que el régimen de tarifas de regreso en sus componentes 
verde y amarillo, tal como quedó modificado por el ar­
tículo 166 de la Ley n o 2008-776, incluía una ayuda 
estatal en favor de los consumidores finales no domésti­
cos que no sean pequeñas empresas, como era el caso 
antes de la modificación. 

(6) Francia presentó sus observaciones sobre la ampliación 
del procedimiento el 16 de abril de 2009 y posterior­
mente, el 21 de octubre de 2009, presentó comentarios 
sobre las observaciones de terceros. 

(7) El 15 de septiembre de 2009, el Primer Ministro francés 
informó a los Comisarios responsables de competencia y 
de energía de los compromisos que Francia estaba dis­
puesta a adoptar en el contexto del presente procedi­
miento. Los Comisarios responsables respondieron me­
diante carta del mismo día. 

(8) El 12 de enero de 2012, el Primer Ministro francés in­
formó a los Comisarios responsables de competencia y 
de energía de los compromisos adicionales que Francia 
estaba dispuesta a adoptar en el contexto del presente 
procedimiento. Los Comisarios responsables respondie­
ron mediante carta del mismo día. 

II. DESCRIPCIÓN DETALLADA DE LA AYUDA 

(9) La presente sección describe el dispositivo legislativo y 
reglamentario aplicable a los dos regímenes de tarifas 
reguladas objeto del presente procedimiento, su modo 
de financiación y la evolución de las tarifas en relación 
con las referencias de precios de mercado. Por último, 
esta evolución deberá considerarse en el contexto especí­
fico del mercado francés de la electricidad y de las refor­
mas estructurales aplicadas para hacerlo más competitivo.

ES C 398/10 Diario Oficial de la Unión Europea 22.12.2012 

( 1 ) A partir del 1 de diciembre de 2009, los artículos 87 y 88 del 
Tratado CE se convirtieron respectivamente en los artículos 107 y 
108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea («TFUE»). 
En ambos casos, las disposiciones son, básicamente, idénticas. A 
efectos de la presente Decisión, las referencias a los artículos 107 
y 108 del TFUE se entenderán, cuando proceda, como referencias a 
los artículos 87 y 88 del Tratado CE. El TFUE también introduce 
determinados cambios en la terminología, como la sustitución de 
«Comunidad» por «Unión», de «mercado común» por «mercado inte­
rior» y de «Tribunal de Primera Instancia» por «Tribunal General». En 
las presentes Directrices se utilizará la terminología del TFUE. 

( 2 ) DO C 164 de 18.7.2007, p. 9, y DO C 96 de 25.4.2009, p. 18. 
( 3 ) DO C 164 de 18.7.2007, p. 9. 

( 4 ) JORF n o 181 de 5.8.2008, p. 12471. 
( 5 ) JORF n o 185 de 11.8.2004, p. 14256. 
( 6 ) DO C 96 de 25.4.2009, p. 18.



(10) En la presente Decisión, se especificarán los aspectos 
esenciales de las medidas tarifarias objeto del presente 
procedimiento. Por lo que se refiere a los detalles y re­
ferencias de publicación de los textos reglamentarios por 
las que se rigen, se remite a la decisión de incoar el 
procedimiento de investigación formal y a la decisión 
de ampliación de este procedimiento. 

Dispositivo legislativo aplicable a las tarifas reguladas de venta 
de la electricidad en Francia y a la cualificación de los clientes 

(11) El funcionamiento del sector de la electricidad en Francia 
se rige por la Ley n o 2000-108, de 10 de febrero de 
2000, relativa a la modernización y el desarrollo del 
servicio público de la electricidad ( 1 ). 

(12) En Francia, los consumidores finales de electricidad pue­
den adquirir electricidad a través de dos canales princi­
pales, el «mercado libre» y el «mercado regulado». 

(13) Hasta el 1 de julio de 2007, coexistían dos categorías de 
consumidores finales: los clientes «cualificados» y los 
clientes «no cualificados». Los clientes cualificados son 
los beneficiarios del derecho a celebrar un contrato de 
suministro de electricidad con un proveedor de su elec­
ción a un precio libremente fijado. En virtud de la Di­
rectiva 2003/54/CE del Parlamento Europeo y del Con­
sejo, de 26 de junio de 2003, sobre normas comunes 
para el mercado interior de la electricidad y por la que se 
deroga la Directiva 96/92/CE ( 2 ), todos los clientes no 
domésticos ( 3 ) son cualificados desde el 1 de julio de 
2004 y todos los clientes domésticos lo son desde el 
1 de julio de 2007. 

(14) En Francia, cada cliente cualificado es, para cada uno de 
sus lugares de consumo, libre de ejercer o no su cualifi­
cación, es decir, hacer valer su derecho a celebrar un 
contrato de suministro de electricidad a un precio libre­
mente fijado con un proveedor de su elección, ya sea o 
no dicho proveedor un operador histórico presente en el 
mercado francés antes de la liberalización. El mercado 
libre afecta a los clientes cualificados que hayan ejercido 
su cualificación. En el mercado libre, el precio final pa­
gado por la electricidad consumida incluye una parte de 
«suministro» y una parte de «redes». La parte de «suminis­
tro», destinada al proveedor, es el resultado de una ne­
gociación libre entre el cliente y el proveedor y corres­
ponde a los costes de abastecimiento y comercialización 
del proveedor más su margen de beneficio. La parte de 
«redes» corresponde a los costes del transporte de la elec­
tricidad y de la utilización de las redes (Tarifa de Utiliza­
ción de las Redes Públicas de Electricidad, en lo sucesivo, 

«TURPE»). El importe de la parte de «redes» está regulado 
por el Estado y está reservado a los gestores de las redes 
de transporte y distribución de electricidad. 

(15) El mercado regulado afecta a los clientes cualificados que 
hayan decidido no ejercer su cualificación. En el mercado 
regulado, los consumidores finales se benefician de un 
«servicio público de electricidad». El funcionamiento de 
este régimen y las condiciones de acceso al servicio pú­
blico de la electricidad se rigen por la Ley n o 2000-108 
relativa a la modernización y al desarrollo del servicio 
público de la electricidad, en particular, sus artículos 2, 4 
y 22. 

(16) En el mercado regulado, los consumidores finales com­
pran electricidad a un proveedor designado por el Estado 
y a precios regulados, a saber, las tarifas normales men­
cionadas en el considerando (1). El Estado designa a los 
proveedores encargados de la distribución de electricidad 
en el marco del servicio público de electricidad con arre­
glo a zonas de competencia geográficas. Se trata, en el 
95 % aproximadamente del territorio francés, de la em­
presa Electricité de France (en lo sucesivo, «EDF»). Los otros 
proveedores interesados son generalmente conocidos 
como «distribuidores no nacionalizados» o «empresas lo­
cales de distribución». EDF tiene su propia rama de pro­
ducción de electricidad. Las empresas locales de distribu­
ción, por su parte, se abastecen generalmente de electri­
cidad en EDF, a precios a su vez regulados denominados 
«tarifas de cesión de la electricidad a los distribuidores no 
nacionalizados». 

Tarifas normales 

(17) El artículo 66 de la Ley n o 2005-781, de 13 de julio de 
2005, de programa que establece las orientaciones en 
materia de política energética ( 4 ), dio a todos los clientes 
cualificados el derecho a beneficiarse del suministro de 
electricidad a las tarifas normales en cualquier lugar de 
consumo existente para el que no se hubiera ejercido 
previamente la cualificación, por el cliente o por otra 
persona. 

(18) Este artículo concedió el mismo derecho a los clientes 
cualificados para sus nuevos lugares de consumo, siem­
pre que éstos estuvieran conectados a las redes de dis­
tribución o de transporte de electricidad antes del 31 de 
diciembre de 2007. 

(19) En 2007, la fecha hasta la cual los lugares de consumo 
recientemente conectados a las redes de distribución o de 
transporte de electricidad pueden ser objeto de un dere­
cho de suministro de electricidad a tarifas normales se 
pospuso al 1 de julio de 2010. La obligación de sumi­
nistro de electricidad a tarifas normales a los clientes 
beneficiarios corresponde a EDF y las empresas locales 
de distribución, en función de la zona geográfica en la 
que esté situado el lugar de consumo en cuestión. 

(20) El artículo 66 de la Ley n o 2005-781 fue modificado 
posteriormente. En su versión resultante de las 
modificaciones introducidas por la Ley n o 2008-66, de
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( 1 ) JORF n o 35 de 11.2.2000, p. 2143. Esta Ley fue modificada en 
varias ocasiones, la última vez por la Ley n o 2007-290, de 5 de 
marzo de 2007, por la que se crea el derecho a la vivienda oponible 
y se establecen diversas medidas en favor de la cohesión social (JORF 
n o 55 de 6.3.2007, p. 4190). 

( 2 ) DO L 176 de 15.7.2003, p. 37, en la actualidad sustituida por la 
Directiva 2009/72/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, (DO 
L 211 de 14.8.2009, p. 55). 

( 3 ) El artículo 2, apartado 11 de la Directiva 2003/54/CE define a los 
clientes no domésticos como cualesquiera personas físicas o jurídicas 
cuya compra de electricidad no esté destinada a su consumo domés­
tico; en esta definición se incluyen los productores y los clientes 
mayoristas. ( 4 ) JORF n o 163 de 14.7.2005, p. 11570.



21 de enero de 2008, relativa a las tarifas reguladas de 
electricidad y gas natural ( 1 ), se amplía el beneficio del 
suministro de electricidad a tarifas normales a: 

a) los consumidores finales, para el consumo de un lugar 
cuya cualificación no se haya ejercido, ya sea por 
dichos consumidores o por otras personas; 

b) los consumidores finales domésticos (residentes), para 
el consumo de un lugar cuya cualificación no hayan 
ejercido ellos mismos, y siempre que presenten la 
solicitud antes del 1 de julio de 2010; 

c) los consumidores finales domésticos, para el consumo 
de un lugar cuya cualificación hayan ejercido hace 
más de seis meses, y siempre que presenten la solici­
tud antes del 1 de julio de 2010; 

d) los consumidores finales no domésticos que contraten 
una potencia eléctrica igual o inferior a 36 kilovoltios 
amperios, para el consumo de un lugar cuya cualifi­
cación no hayan ejercido ellos mismos, y siempre que 
presenten la solicitud antes del 1 de julio de 2010. 

(21) El dispositivo legislativo y reglamentario aplicable prevé 
que las tarifas normales se definirán en función de cate­
gorías basadas en las características intrínsecas de los 
suministros, en función de los costes de estos suminis­
tros. Además, las decisiones relativas a las tarifas norma­
les serán adoptadas conjuntamente por los Ministros de 
Economía y de Energía, previo dictamen de la Comisión 
de regulación de la energía (en lo sucesivo, «CRE»), sobre 
la base del análisis de los costes técnicos y de la conta­
bilidad general de los operadores. La evolución de las 
tarifas normales se adoptará cada año y deberá reflejar 
la variación del coste de producción de la electricidad, 
compuesto por los gastos de inversión y los gastos de 
explotación del parque de producción y de las redes de 
transporte y distribución, así como las cargas de com­
bustible. La tarificación de la electricidad deberá reflejar 
los costes de producción y de puesta a disposición de los 
usuarios de dicha energía. 

(22) Las tarifas normales son precios integrados que incluyen 
el precio del suministro de electricidad, así como todas 
las cargas de expedición y utilización de las redes. Se 
dividen en categorías de usuarios denominadas «opciones 
tarifarias». Las opciones tarifarias dependen de paráme­
tros como la potencia de conexión, la duración de utili­
zación o la facultad de supresión del usuario. Algunos 
clientes pueden estar cubiertos por varias opciones tari­
farias y deberán elegir entre éstas. 

(23) Las opciones tarifarias se agrupan en tres grandes cate­
gorías, denominadas tarifas «azules», «amarillas» y «ver­
des». Entre 2009 y 2011, las tarifas amarillas y verdes 
se aplicaron a aproximadamente 300 000 y 100 000 
lugares de consumo, respectivamente. 

— Las tarifas azules se aplican a lugares de consumo 
cuya potencia contratada sea inferior o igual a 36 
kilovoltio amperios. Estas tarifas, no cubiertas por el 

presente procedimiento, corresponden en general a 
clientes domésticos y a pequeños lugares de clientes 
no domésticos. 

— Las tarifas amarillas se aplican a lugares de consumo 
cuya potencia contratada esté comprendida entre 36 
y 250 kilovoltio amperios. Estas tarifas corresponden 
en general a lugares de consumo medios de clientes 
no domésticos. 

— Las tarifas verdes se aplican a lugares de consumo 
cuya potencia contratada sea superior a 250 kilovol­
tio amperios y que estén conectados a una red de 
distribución, o directamente a la red de transporte. 
Estas tarifas corresponden en general a grandes luga­
res de consumo de clientes no domésticos ( 2 ). 

Establecimiento de las tarifas de regreso 

(24) El artículo 15, apartado V, y el artículo 16 de la Ley n o 
2006-1537, de 7 de diciembre de 2006, relativa al sector 
de la energía ( 3 ) han modificado esta situación estable­
ciendo el régimen de tarifas de regreso ( 4 ). Este régimen 
permite a los consumidores finales alimentados en el 
mercado libre beneficiarse de nuevo de un precio regu­
lado, bajo determinadas condiciones. 

(25) En su versión inicial, aplicable entre 2004 y 2008, el 
régimen de tarifas de regreso permitía a los consumidores 
finales alimentados en el mercado libre solicitar a su 
proveedor de electricidad la sustitución de la cláusula 
de precios del contrato de suministro por una «tarifa 
de regreso» fijada por el Estado, por un período de dos 
años a partir de la solicitud, quedando inalteradas las 
demás cláusulas del contrato de suministro ( 5 ). Para be­
neficiarse de la tarifa de regreso, el consumidor final 
debía haber presentado la solicitud por escrito a su pro­
veedor antes del 1 de julio de 2007. 

(26) Por otra parte, el artículo 30-1 de la Ley n o 2004-803 
preveía que la tarifa de regreso «se aplicará de pleno 
derecho a los contratos en curso a partir de la fecha 
en que se presente la solicitud» y que «se aplicará también 
a los contratos celebrados con posterioridad a la solicitud 
escrita mencionada en el primer párrafo del presente I, 
incluso con otro proveedor.» De esta manera, si el con­
trato de suministro de un consumidor final que hubiera 
solicitado beneficiarse de la tarifa de regreso expiraba 
durante los dos años siguientes a la solicitud inicial, el
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( 1 ) JORF n o 18 de 22.1.2008, p. 1122. 

( 2 ) Los términos «grandes lugares», «lugares medios» y «pequeños luga­
res» corresponden a la segmentación tradicionalmente utilizada por 
la CRE en sus publicaciones. 

( 3 ) JORF n o 284 de 8.12.2006, p. 18531. 
( 4 ) Estas medidas han introducido los artículos 30-1 y 30-2 en la Ley n o 

2004-803, de 9 de agosto de 2004, relativa a los servicios públicos 
de la electricidad y del gas y a las empresas eléctricas y de gas, que 
establecen y regulan el régimen de las tarifas de regreso. 

( 5 ) Fuente: «Nota interpretativa sobre la aplicación de la tarifa regulada 
transitoria de adaptación del mercado», Ministerio de Economía, 
Hacienda e Industria, disponible en la dirección siguiente: http:// 
www.industrie.gouv.fr/energie/electric/note-interpretative-tarif_retour. 
pdf (sitio visitado el 9 de febrero de 2009).

http://www.industrie.gouv.fr/energie/electric/note-interpretative-tarif_retour.pdf
http://www.industrie.gouv.fr/energie/electric/note-interpretative-tarif_retour.pdf
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consumidor podía solicitar a cualquier proveedor de elec­
tricidad que aceptase celebrar con él un contrato de su­
ministro, que le abasteciera con la tarifa de regreso hasta 
el final de este período de dos años. 

(27) De las disposiciones que regulan el régimen de las tarifas 
de regreso se desprende lo siguiente: 

a) los consumidores finales que no hubieran solicitado el 
régimen de tarifas de regreso para un lugar de con­
sumo determinado antes del 1 de julio de 2007 no 
podrían beneficiarse de este régimen para ese mismo 
lugar más allá del 1 de julio de 2007; 

b) ningún consumidor final podría beneficiarse del régi­
men de tarifas de regreso más allá del 1 de julio de 
2009. 

(28) Al igual que las tarifas normales, las tarifas de regreso 
son precios integrados que incluyen el precio del sumi­
nistro de energía, así como todas las cargas de transporte 
y de uso de las redes de transporte y distribución. La 
tarifa de regreso no podrá ser superior en más del 
25 % a la tarifa normal aplicable a un lugar de consumo 
que presente las mismas características. 

(29) Los niveles de las tarifas de regreso se fijan por decreto 
ministerial, mediante referencia al nivel de la tarifa nor­
mal que sería aplicable a un consumidor que presentase 
las mismas características y que no hubiera ejercido su 
cualificación. De ello se deduce que las tarifas de regreso 
siguen la evolución de las tarifas normales. El Decreto de 
3 de enero de 2007 por el que se fija el nivel de la tarifa 
regulada transitoria de adaptación del mercado ( 1 ) fija los 
valores relativos siguientes: 

— para la tarifa amarilla, 20 % más que la tarifa normal, 

— para la tarifa verde, 23 % más que la tarifa normal. 

Mecanismo de compensación y financiación de las tarifas de 
regreso 

(30) En virtud del artículo 30-2 de la Ley n o 2004-803, los 
proveedores de electricidad que abastezcan a algunos de 
sus clientes aplicando la tarifa de regreso a raíz de una 
solicitud presentada por éstos y que demuestren que no 
pueden producir ni adquirir las cantidades de electricidad 
necesarias para el abastecimiento de estos clientes a un 
precio inferior al componente de «suministro» de la tarifa 
de regreso, se beneficiarán de una compensación. Esta 
compensación cubrirá la diferencia entre, por una parte, 
el coste de producción del proveedor en cuestión o el 
precio al que se abastece en el mercado mayorista, dentro 
de un límite máximo específico y que se determina de 
acuerdo con las normas previstas por un decreto minis­
terial y, por otra parte, los ingresos correspondientes a 
los suministros en cuestión. En su caso, el coste de pro­
ducción de un proveedor se calcula teniendo en cuenta el 
coste de producción de las «empresas vinculadas» a este 

proveedor situadas en el territorio nacional. Las cargas 
compensadas se calculan sobre la base de una contabili­
dad llevada por los proveedores según las normas esta­
blecidas por la CRE. Esta contabilidad será supervisada 
por cuenta de los proveedores y la CRE podrá hacer que 
sea auditada por un organismo independiente de su elec­
ción. 

(31) Las normas detalladas que rigen el régimen de compen­
sación se establecen en el Decreto n o 2007-689, de 4 de 
mayo de 2007, relativo a la compensación de las cargas 
de la tarifa regulada transitoria de adaptación del merca­
do ( 2 ). El límite máximo mencionado en el considerando 
(30) se calcula en referencia a los precios observados en 
el mercado mayorista francés, con objeto de, según las 
autoridades francesas, evitar los comportamientos espe­
culativos y los abusos. El límite máximo resultaba inicial­
mente de una fórmula de cálculo determinada por un 
decreto ministerial de 4 de mayo de 2007. Esta fórmula 
definía el límite como una combinación de promedios de 
los precios observados en la principal bolsa francesa de la 
electricidad (Powernext) para los contratos a plazo nor­
malizados anuales, trimestrales, mensuales y diarios de 
base y en punta ( 3 ). La fórmula únicamente permitía 
una adaptación marginal del límite máximo a las especi­
ficidades de cada proveedor, y fue modificada por un 
decreto ministerial de 22 de diciembre de 2008, que la 
afinó para tener mejor en cuenta en el cálculo del límite 
máximo la existencia de diferencias entre los costes de 
producción, en función del perfil de consumo de sus 
clientes abastecidos con la tarifa de regreso. 

(32) Del Decreto n o 2007-689 modificado se desprende que, 
si un proveedor dispone, directamente o a través de 
empresas vinculadas, de medios de producción en Francia 
que cubran el conjunto del consumo de sus clientes 
finales y su coste de producción es inferior a los precios 
del mercado mayorista francés, las cargas objeto de una 
compensación se definirán por referencia a esos costes de 
producción y no en relación a los precios del mercado 
mayorista. Además, si estos costes son inferiores a la 
parte de «suministro» de las tarifas de regreso, el provee­
dor en cuestión no se beneficiará de compensación algu­
na. Tal es el caso de EDF, que suministra la mayoría de 
los volúmenes de electricidad suministrados en el marco 
del régimen de tarifas de regreso en el mercado libre y 
que dispone de una gran capacidad de producción nu­
clear e hidráulica cuyo coste de producción es inferior a 
la parte de «suministro» de las tarifas de regreso. 

(33) En la medida en que un proveedor no disponga, directa­
mente o a través de empresas vinculadas, de medios de 
producción en Francia que cubran el conjunto del con­
sumo de sus clientes finales, la compensación que le será 
abonada se determinará, dentro del límite máximo men­
cionado en el considerando (30), a partir de los precios 
observados en el mercado mayorista, de las cantidades de 
electricidad vendidas a clientes finales situados en Francia, 
de los costes asociados a los medios de producción de 
que dispone el proveedor en Francia directamente o a
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( 1 ) JORF n o 4 de 5.1.2007, p. 170. 

( 2 ) JORF n o 105 de 5.5.2007, p. 7952. 
( 3 ) Los contratos a plazo en base corresponden a un suministro de 

electricidad constante durante un período determinado (un año, un 
trimestre, un mes o un día). Los contratos a plazo en punta corres­
ponden a un suministro de electricidad de 8 a 20 horas sin contar 
los fines de semana.



través de empresas vinculadas, y de la parte de las can­
tidades vendidas que haya sido producida por estos me­
dios de producción. 

(34) Por otra parte, los costes de comercialización vinculados 
al suministro a la tarifa de regreso, menos los ingresos 
relacionados con este suministro, también se tienen en 
cuenta en el cálculo de la compensación. Por último, las 
disposiciones legislativas y reglamentarias que rigen el 
mecanismo de compensación no prevén ningún margen 
de beneficio para los proveedores compensados. 

(35) La compensación se financia con el resultado de dos 
contribuciones obligatorias: 

— Una parte de la «contribución al servicio público de la 
electricidad», carga que pagan el conjunto de los 
clientes y que establece el artículo 5, apartado 1, de 
la Ley n o 2000-108. Esta parte se limita a un importe 
de 0,55 EUR/MWh que grava la base de la contribu­
ción al servicio público de la electricidad ( 1 ). También 
está limitada por el hecho de que, en virtud de la Ley 
n o 2000-108, no puede hacer que el importe total de 
la contribución al servicio público de la electricidad 
sea superior al aplicable el 9 de diciembre de 2006, a 
saber, 4,5 EUR/MWh. La Ley de Presupuestos para 
2011 prevé en adelante que se aplicará la contribu­
ción al servicio público de la electricidad propuesta 
por la CRE, con el límite de un aumento de 3 EUR/ 
MWh con respecto al año anterior. 

— Una contribución adeudada por los productores de 
electricidad que explotan las instalaciones con una 
potencia instalada total de más de 2 gigavatios. Esta 
contribución se liquida sobre la producción de elec­
tricidad de origen nuclear e hidráulico durante el año 
anterior. Inicialmente limitada a 1,3 EUR por MWh 
producido por las instalaciones de origen nuclear e 
hidráulico con una capacidad superior a 2 gigavatios, 
esta contribución se limitó a 3 EUR/MWh en 2008. 

(36) La ley prevé que el producto de estas dos contribuciones 
obligatorias será cobrado por la Caja de Depósitos y 
Consignaciones (Caisse de dépôts et consignations). El im­
porte de la compensación a que tiene derecho cada pro­
veedor afectado será calculado por la CRE a partir de las 
declaraciones que le transmitan dichos proveedores. La 
CRE transmitirá el resultado de estos cálculos a la Caja 
de Depósitos y Consignaciones, que efectuará los pagos co­
rrespondientes. 

(37) Cuando los dos contribuciones obligatorias no sean su­
ficientes para pagar íntegramente las compensaciones en 
un año determinado, lo que falte por recaudar se añadirá 
al importe de los gastos que deban gravarse el año si­
guiente. Así pues, las cargas a cubrir en 2011 estarán 

compuestas por las cargas previstas para 2011 (3 
400 millones EUR) y la regularización de 2009 (1 
400 millones), lo que representa un total de 4 800 mi­
llones EUR. Para poder compensar íntegramente estas 
cargas, la contribución al servicio público de la electrici­
dad habría debido ascender en 2011 a 12,9 EUR/MWh, 
de los cuales 9,3 EUR/MWh irían destinados a cubrir las 
cargas de 2011 y 3,6 EUR/MWh a financiar la regulari­
zación de 2009. Ahora bien, la contribución al servicio 
público de la electricidad se fijó en 2011 en 7,5 EUR/ 
MWh, generando un déficit provisional de compensación 
de EDF en 2011 de 2 000 millones EUR, a lo que se 
añade el de 2010 estimado en 1 000 millones EUR. 

Modificaciones introducidas por el artículo 166 de la Ley n o 
2008-776 de 4 de agosto de 2008 de modernización de la 
economía 

(38) El artículo 166 de la Ley n o 2008-776 modificó el ar­
tículo 30-1 de la Ley n o 2004-803, permitiendo así que 
los consumidores finales cuyo lugar de consumo ya es­
taba abastecido de electricidad en el marco del régimen 
de las tarifas de regreso, continuaran beneficiándose de 
estas tarifas para dicho lugar hasta el 30 de junio de 
2010, mientras que inicialmente el consumidor final 
sólo podía beneficiarse de ello durante un período de 
dos años que finalizaría a más tardar el 30 de junio de 
2009. 

(39) Por otra parte, el artículo 166 de la Ley n o 2008-776 
permitía a los consumidores finales presentar una solici­
tud hasta el 30 de junio de 2010, mientras que antes, las 
solicitudes para beneficiarse del régimen de tarifas de 
regreso no eran admisibles a partir del 1 de julio de 
2007. 

(40) Por otra parte, se preveía que los consumidores finales 
que habían renunciado a las tarifas de regreso para el 
abastecimiento de un lugar no podían volver a solicitarlas 
para dicho lugar. 

(41) Por último, se establecía que ningún consumidor final 
podía beneficiarse del régimen de tarifas de regreso más 
allá del 30 de junio de 2010. 

Evolución de las tarifas reguladas normales y de regreso a la 
luz de los precios de mercado 

(42) Desde el 1 de enero de 2004 las tarifas normales, y desde 
2006 las tarifas de regreso, han sido revisadas anual­
mente por órdenes ministeriales. La estructura del régi­
men tarifario, es decir, el conjunto de las opciones y 
versiones tarifarias propuestas a los distintos consumido­
res finales en función de sus potencias de conexión y sus 
perfiles de consumo, ha permanecido básicamente sin 
cambios desde 2004. Las distintas revisiones del nivel 
de las tarifas normales y de regreso adoptaron la forma 
de un incremento medio definido específicamente para 
cada una de las grandes categorías de opciones tarifarias, 
que posteriormente se adaptó a cada opción y versión 
tarifaria.
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( 1 ) La contribución al servicio público de la electricidad financia tam­
bién otros costes, entre los que figuran los costes adicionales de 
producción de electricidad de origen renovable (42,4 %), los costes 
adicionales vinculados a la equiparación geográfica (35 %), los costes 
adicionales vinculados a la cogeneración (21 %) y las tarifas deno­
minadas «sociales» (1,4 %) (estimaciones de la CRE para el año 
2011).



Cuadro 1 

Tarifas normales y de regreso (EUR/MWh sin impuestos) del 
1 de enero de 2004 al 1 de enero de 2012 ( 1 ) 

EUR/MWh 
Tarifa 

normal 
amarilla 

Tarifa 
normal 
verde 

Tarifa de 
regreso 
amarilla 

Tarifa de 
regreso 
verde 

1 de enero de 
2004 

68,5 51,3 No exis­
tía 

No existía 

15 de agosto de 
2006 

69,3 51,6 No exis­
tía 

No existía 

16 agosto de 
2007 

70,3 52,4 84,4 64,7 

15 de agosto de 
2008 

72,8 55,3 87,3 68 

15 de agosto de 
2009 

76,3 58,1 91,6 71,5 

15 de agosto de 
2010 

79,7 61,3 95,6 75,4 

1 de enero de 
2012 

82,9 63,5 Ya no 
existe 

Ya no 
existe 

(43) En el mercado libre, los precios se mantuvieron práctica­
mente estables entre 30 y 35 EUR/MWh durante el año 
2004 y aumentaron constantemente en 2005 llegando a 
más de 50 EUR/MWh a finales de 2005. Durante el año 
2006, los precios fluctuaron entre 50 y 60 EUR/MWh, 
con una media de unos 55 EUR/MWh. Hasta el 7 de 
diciembre de 2006, en el mercado libre, los precios po­
dían evolucionar independientemente del nivel de las ta­
rifas normales, en la medida en que un consumidor final 
abastecido en el mercado libre no podía volver al mer­
cado regulado si el precio que obtenía en el mercado 
libre era superior a las tarifas normales. 

(44) Según la información facilitada por la CRE ( 2 ), los precios 
de los contratos a plazo en el mercado mayorista fluc­
túan mucho más que las tarifas de regreso y eran muy 
superiores a la parte de «abastecimiento» de las tarifas de 
regreso verdes y amarillas durante los tres primeros tri­
mestres de 2008. Los precios de los contratos anuales de 
base para 2009 ascendían a 85,6 EUR/MWh a 30 de 
septiembre de 2008. Por su parte, los precios de los 
contratos anuales de punta para 2009 ascendían a cerca 
de 120 EUR/MWh en esa misma fecha. Las autoridades 
francesas indicaron por su parte que, durante el primer 
semestre de 2008, los precios de los contratos anuales de 
base de Powernext pasaron de 60 a 80 EUR/MWh, al­
canzando un máximo de más de 90 EUR/MWh. 

(45) En 2009, los precios de la electricidad disminuyeron a 
consecuencia de la coyuntura económica desfavorable y 
de la reducción de los precios de las energías fósiles. La 
CRE, en su informe sobre el funcionamiento del mercado 
de 21 de diciembre de 2009 ( 3 ), alegó que los productos 
a plazo habían registrado desde 2008 un descenso del 
orden del 50 %. A 30 de junio de 2009, los precios del 
contrato anual de suministro de base para 2010, de 
menos de 60 EUR/MWh, volvieron a los niveles de prin­
cipios de 2007. Esta tendencia se refleja en el conjunto 
de los productos a plazo, incluidos los productos men­
suales y trimestrales. 

(46) Estos precios de mercado son precios de suministro, es 
decir, sin los costes de transporte y de utilización de la 
red. Para poder compararlos con las tarifas, que son 
precios integrados, conviene restar de estas tarifas la parte 
correspondiente al transporte y el uso de la red, para 
conservar únicamente la parte correspondiente al sumi­
nistro de energía. Según la Cámara de Comercio e Indus­
tria de París, los costes de transporte y de uso de la 
electricidad suministrada representan entre el 30 % y 
más del 50 % del precio total de la electricidad según 
la potencia contratada y la tensión de conexión ( 4 ). Por 
su parte, la sociedad POWEO estima la parte de los 
costes de transporte en cerca del 45 % de la tarifa para 
un cliente profesional ( 5 ). 

(47) A la vista de lo anterior y de la decisión de incoar el 
procedimiento, el cuadro 2 presenta la evolución del 
valor de la parte de suministro de las tarifas normales 
y de regreso, es decir, previa deducción de los costes de 
transporte y utilización de la red sobre el precio total de 
la electricidad en las tarifas entre enero de 2004 y enero 
de 2012. A efectos de evaluar la existencia de una posi­
ble ventaja económica para los beneficiarios de las tarifas 
en cuestión, conviene comparar la parte de «suministro» 
con los precios de mercado disponibles durante el perío­
do, tal como se describen en los considerandos (43) a 
(45), comparación que se analizará en los considerandos 
(109) y (110). 

Cuadro 2 

Parte de suministro de las tarifas normales y de regreso 
(EUR/MWh sin impuestos) del 1 de enero de 2004 al 1 de 

enero de 2012 ( 6 ) 

EUR 

Parte de 
«suministro» 
de la tarifa 

amarilla 

Parte de 
«suministro» 
de la tarifa 

verde 

Parte de 
«suministro» 
de la tarifa 
de regreso 

amarilla 

Parte de 
«suministro» 
de la tarifa 
de regreso 

verde 

1 de enero de 
2004 

n.d. n.d. n.d. n.d. 

15 de agosto de 
2006 

37,1 33,8 n.d. n.d.

ES 22.12.2012 Diario Oficial de la Unión Europea C 398/15 

( 1 ) Tarifas basadas en los dictámenes de la CRE sobre las órdenes mi­
nisteriales relativas a los precios de venta de la electricidad. 

( 2 ) Véase, por ejemplo, l'Observatoire des marchés de l'électricité et du gaz — 
troisième trimestre 2008 de la CRE, página 22, disponible en: http:// 
www.cre.fr/fr/marches/observatoire_des_marches 

( 3 ) Disponible en: http://www.cre.fr/documents/publications/rapports- 
thematiques/fonctionnement-des-marches-de-gros-de-l-electricite-et- 
du-gaz-naturel/consulter-le-rapport 

( 4 ) http://www.environnement.ccip.fr/energie/electricite/reseau-transport- 
electricite.htm 

( 5 ) Fuente: POWEO, citado por Companynews. http://www. 
companynewsgroup.com/imprimer.asp?co_id=111260 

( 6 ) Tarifas basadas en los dictámenes de la CRE sobre las órdenes rela­
tivas a los precios de venta de la electricidad.

http://www.cre.fr/fr/marches/observatoire_des_marches
http://www.cre.fr/fr/marches/observatoire_des_marches
http://www.cre.fr/documents/publications/rapports-thematiques/fonctionnement-des-marches-de-gros-de-l-electricite-et-du-gaz-naturel/consulter-le-rapport
http://www.cre.fr/documents/publications/rapports-thematiques/fonctionnement-des-marches-de-gros-de-l-electricite-et-du-gaz-naturel/consulter-le-rapport
http://www.cre.fr/documents/publications/rapports-thematiques/fonctionnement-des-marches-de-gros-de-l-electricite-et-du-gaz-naturel/consulter-le-rapport
http://www.environnement.ccip.fr/energie/electricite/reseau-transport-electricite.htm
http://www.environnement.ccip.fr/energie/electricite/reseau-transport-electricite.htm
http://www.companynewsgroup.com/imprimer.asp?co_id=111260
http://www.companynewsgroup.com/imprimer.asp?co_id=111260


EUR 

Parte de 
«suministro» 
de la tarifa 

amarilla 

Parte de 
«suministro» 
de la tarifa 

verde 

Parte de 
«suministro» 
de la tarifa 
de regreso 

amarilla 

Parte de 
«suministro» 
de la tarifa 
de regreso 

verde 

16 agosto de 
2007 

38,2 34,7 52,1 46,9 

15 de agosto de 
2008 

42,4 38,9 59 51,6 

15 de agosto de 
2009 

43,7 41,1 62,5 54,5 

15 de agosto de 
2010 

46,1 43,7 62 57,8 

1 de enero de 
2012 

46,1 44,3 Ya no 
existe 

Ya no 
existe 

Situación particular del mercado francés de la electricidad 

(48) El mercado francés de la electricidad presenta unas carac­
terísticas específicas en la Unión. Una sola empresa, EDF, 
ostenta el 87 % de las capacidades de producción eléc­
trica en Francia continental y metropolitana, de todas las 
fuentes, especialmente nuclear e hidráulica ( 1 ). Por consi­
guiente, EDF (o, en menor medida, las empresas locales 
de distribución) conserva en Francia una cuota de mer­
cado superior al 85 % y predomina en el conjunto de los 
segmentos de la clientela, ya se trate de particulares, de 
pequeñas y medianas empresas o de grandes clientes. Así 
pues, según el Observatorio de los mercados de la CRE 
del tercer trimestre de 2011, únicamente el 7 % de los 
lugares (y el 35 % del consumo total) cuenta con una 
oferta de mercado (el 18 % para los grandes lugares no 
domésticos, el 15 % para los pequeños lugares no do­
mésticos y del 5 al 6 % para los demás lugares), y el 93 % 
restante cuenta con una oferta de tarifas reguladas. La 
inmensa mayoría de beneficiarios de tarifas reguladas 
son clientes de EDF. 

(49) En particular, EDF suministra la totalidad de la produc­
ción de electricidad de origen nuclear, que representa, de 
manera estable, más del 75 % del total de la electricidad 
generada en Francia, debido a su parque de centrales 
nucleares. Además, EDF explota las principales concesio­
nes de electricidad de origen hidráulico, mientras que el 
desarrollo de nuevas capacidades hidráulicas se enfrenta a 
límites naturales. El parque de producción de las centrales 
nucleares construido antes de la liberalización de los 
mercados de la Unión está muy normalizado (esencial­
mente, una sola tecnología para las fases correspondien­
tes a las diferentes capacidades instaladas: 900 a 
1 600 MW) —y, por tanto, es propicio a las economías 
de escala en los ámbitos del mantenimiento, las inversio­
nes, la formación, la asignación del personal, etc.— y en 
gran parte amortizado con costes medios de producción 
muy inferiores a los de otras tecnologías clásicas. 

(50) En efecto, la electricidad de origen nuclear tiene una 
estructura de costes totales caracterizada por la impor­
tancia de los costes fijos (tales como la amortización de 
las centrales, los costes de retratamiento y almacena­
miento de residuos y los costes de desmantelamiento) y 
por unos costes variables relativamente bajos (en parti­
cular, combustible). A modo de ejemplo, los costes tota­
les de la electricidad generada en Europa a partir del gas 
natural (68 EUR/MWe) y del carbón (61 EUR/MWe) son 
superiores en un 76 % y un 59 % respectivamente a los 
de la electricidad de origen nuclear (39 EUR/Mwe). Ade­
más, los costes variables del combustible son aún más 
determinantes que los costes totales para la formación de 
los precios en el mercado mayorista a partir del coste 
marginal de la electricidad. Estos costes variables repre­
sentan de media el 28 % de los costes totales para las 
centrales de carbón, el 70 % para las centrales de gas y 
apenas el 16 % para el ciclo del combustible nuclear ( 2 ). 

(51) Así pues, por lo que se refiere al mercado francés, la CRE 
estimaba en 2011 que el precio que cubriría las condi­
ciones económicas de explotación a largo plazo del par­
que nuclear de EDF sería de entre 36 y 39 EUR/MWh, 
siendo las cargas operativas de 25 EUR/MWh ( 3 ). El he­
cho de disponer de electricidad nuclear con esa diferencia 
de costes marginales otorga a EDF una ventaja muy sig­
nificativa frente a un competidor que genere electricidad 
de origen térmico o renovable. 

(52) Debido a la interconexión con los Estados miembros 
vecinos, el precio al por mayor de la electricidad en 
Francia se fija a nivel regional («placa» Francia/Alemania/ 
Benelux). Así pues, está en gran medida determinado, en 
un nivel superior al de la energía nuclear, por el coste de 
funcionamiento de las centrales de gas y carbón, lo que 
proporciona una ventaja competitiva a la energía nuclear, 
en forma de ingresos para la fijación de precios. Ningún 
competidor efectivo o potencial goza de condiciones si­
milares ni podría, antes de varias décadas, dotarse de un 
parque de producción a bajo coste que represente una 
fracción significativa del parque constituido por las cen­
trales nucleares e hidráulicas de EDF. 

Canje de notas entre la Comisión y las autoridades francesas 

(53) Habida cuenta de esta situación, el 15 de septiembre de 
2009, el Primer Ministro francés por una parte, y los 
Comisarios de Competencia y de Energía por otra, pro­
cedieron a un canje de notas sobre los principios de un 
proyecto de reforma del mercado francés de la electrici­
dad, que prevé entre otras cosas lo siguiente: 

a) la rápida supresión de las tarifas de regreso y la re­
ducción más gradual de las tarifas reguladas para las 
grandes y medianas empresas, con el objetivo de su­
presión completa para 2015;
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( 1 ) Decisión de la autoridad de competencia n o 11/D-09 de 8 de junio 
de 2011. 

( 2 ) Véase «Coûts prévisionnels de production d'électricité», AEN-IEA, 
Edición 2010, valores medianos con actualización del 5 %. 

( 3 ) Dictamen de la CRE de 5 de mayo de 2011, p. 5.



b) un dispositivo de «acceso regulado a la energía nuclear 
histórica» consistente en obligar a EDF a vender a un 
precio regulado basado en los costes una parte de su 
producción de electricidad de origen nuclear (del or­
den del 25 %, con un límite máximo de 100 TWh) a 
sus competidores en el mercado minorista de la elec­
tricidad, con el fin de estimular la competencia en este 
mercado. Los competidores de EDF podrían así hacer 
ofertas a precios comparables a los que puede propo­
ner EDF, lo que debería permitir una competencia 
efectiva y la eliminación de las tarifas reguladas. 

Reforma del mercado francés de la electricidad 

(54) Para dar cuerpo a los compromisos asumidos por Fran­
cia, el Gobierno francés nombró una comisión de exper­
tos presidida por el Sr. Paul Champsaur, encargada de 
formular propuestas para la organización del mercado 
de la electricidad. Sus propuestas sentaron las bases de 
la Ley n o 2010-1488, por la que se establece la nueva 
organización del mercado de la electricidad, adoptada el 
7 de diciembre de 2010 ( 1 ) y de su Decreto de aplicación 
n o 2011- 66 de 28 de abril de 2011 ( 2 ). 

(55) La Ley n o 2010-1488 precisa que las tarifas de regreso 
desaparecerán el 1 de julio de 2011, mientras que las 
tarifas normales amarilla y verde deberán desaparecer en 
2015. La Ley n o 2010-1488 también modificó la Ley n o 
2000-108 de 10 de febrero de 2000 relativa a la mo­
dernización y al desarrollo del servicio público de la 
electricidad, introduciendo un artículo 4-1 que preveía 
que, a partir del 1 de julio de 2011, durante un período 
de 15 años, los proveedores alternativos de electricidad 
tendrán un derecho de acceso regulado a la energía nu­
clear histórica por un volumen total no superior a 
100 TWh, es decir, aproximadamente el 25 % de la pro­
ducción del parque nuclear histórico. El precio del acceso 
regulado a la energía nuclear histórica queda fijado ini­
cialmente por el Gobierno, previo dictamen de la CRE. El 
apartado VII del artículo 4-1 dispone que, para garantizar 
una remuneración justa a EDF, el precio deberá ser re­
presentativo de las condiciones económicas de la produc­
ción de electricidad de sus centrales nucleares durante la 
vigencia del dispositivo. El precio del acceso regulado a la 
energía nuclear histórica deberá tener en cuenta los si­
guientes elementos: 

a) una remuneración de los capitales teniendo en cuenta 
la naturaleza de la actividad; 

b) los costes de explotación; 

c) los costes de las inversiones de mantenimiento o las 
necesarias para la ampliación temporal de la autoriza­
ción de explotación; 

d) los costes estimativos vinculados a las cargas nucleares 
a largo plazo. 

(56) El precio del acceso regulado a la energía nuclear histó­
rica fue fijado mediante Decreto del Ministro de Energía 
en mayo de 2011 a 40 EUR/MWh a partir del 1 de julio 

de 2011, para que los consumidores beneficiarios de la 
tarifa de regreso a 30 de junio de 2011 pudieran bene­
ficiarse posteriormente de una oferta de mercado basada 
en un precio de acceso (mayorista) al mismo nivel que 
los precios minoristas. Mediante decreto separado, el pre­
cio del acceso regulado a la energía nuclear histórica para 
2012 se fijó en 42 EUR/MWh ( 3 ). El Gobierno indicó que 
el nivel de precios establecido para 2011 resultaba de la 
necesidad de garantizar una continuidad, por lo que res­
pecta a los precios mayoristas, con la tarifa de regreso. 
Para 2012, el Gobierno justificaba el nivel de precios por 
la consideración anticipada de las inversiones indispensa­
bles para el refuerzo de la seguridad de las centrales 
nucleares tras el accidente de Fukushima. 

(57) A partir del 8 de diciembre de 2013, el precio del acceso 
regulado a la energía nuclear histórica será fijado por la 
CRE. Un decreto del Consejo de Estado especificará las 
condiciones en las que la CRE fijará los precios del ac­
ceso. 

(58) El primer período de entrega de acceso regulado a la 
energía nuclear histórica comenzó el 1 de julio de 2011. 
32 proveedores firmaron un acuerdo marco con EDF y 
61,3 TWh de acceso regulado a la energía nuclear histó­
rica debían entregarse entre el 1 de julio de 2011 y el 
30 de junio de 2012. Para 2011, un volumen de un 
84,4 % de acceso regulado a la energía nuclear histórica 
se adjudicó a los proveedores competidores de EDF. Este 
volumen representa la parte de la producción nuclear 
histórica del consumo total de los consumidores finales 
en el territorio metropolitano de la Francia continental. 

(59) En enero de 2012, un nuevo canje de notas entre el 
Primer Ministro francés, por una parte, y los Comisarios 
de Competencia y de Energía, por otra parte, precisó los 
compromisos de Francia sobre dos puntos adicionales: 

— las decisiones adoptadas después del verano de 2012 
sobre las tarifas reguladas permitirán reducir, respecto 
a 2012 y posteriormente cada año en relación al 
anterior, la diferencia entre la suma de los costes y 
la tarifa regulada; 

— el nivel de precios del acceso regulado a la energía 
nuclear histórica no evolucionará hasta que el De­
creto que fija el método de cálculo del precio del 
acceso regulado a la energía nuclear histórica no en­
tre en vigor, previéndose la publicación del mismo a 
más tardar el 7 de diciembre de 2013. 

III. RESUMEN DE LAS DUDAS EXPRESADAS POR LA 
COMISIÓN EN SUS DECISIONES DE INCOACIÓN Y AM­

PLIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO 

(60) En sus decisiones de incoación y de ampliación del pro­
cedimiento de examen, la Comisión había considerado 
que las tarifas normales reguladas verdes y amarillas y 
las tarifas de regreso eran imputables al Estado francés, ya
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( 1 ) JORF n o 0284 de 8 de diciembre de 2010, p. 21467. 
( 2 ) JORF n o 0100 de 29 de abril de 2011, p. 7472. 

( 3 ) Decretos publicados en el JORF n o 0117 de 20 de mayo de 2011, p. 
8792 y 8793.



que habían sido establecidas y revisadas por actos legis­
lativos o reglamentarios de dicho Estado. Estas tarifas 
afectaban a recursos bajo control del Estado, ya sea el 
caso de los recursos de EDF, bajo control del Estado, o de 
contribuciones específicas bajo control de una entidad, la 
Caja de Depósitos y Consignaciones designada por el 
Estado. 

(61) Dado que las tarifas reguladas confieren una ventaja eco­
nómica frente a los precios de mercado a las empresas 
que se abastecen a dichas tarifas y que están presentes en 
todos los sectores de la economía abiertos a la compe­
tencia y a los intercambios entre Estados miembros, las 
tarifas parecen asimilables a regímenes de ayudas suscep­
tibles de falsear la competencia y afectar al comercio 
entre Estados miembros en el sentido del artículo 107, 
apartado 1, del TFUE. 

(62) En estas decisiones, la Comisión manifestó también sus 
dudas relativas a la compatibilidad de las tarifas normales 
y las tarifas de regreso con el mercado interior. 

(63) La Comisión consideró, en particular, que las excepciones 
previstas en el artículo 107, apartado 2, del TFUE no 
parecían aplicarse, puesto que las ayudas no se conceden 
a los consumidores individuales, no se destinan a reparar 
perjuicios causados por desastres naturales o por otros 
acontecimientos de carácter excepcional, ni se conceden 
con objeto de favorecer la economía de determinadas 
regiones de la República Federal de Alemania afectadas 
por la división de Alemania. 

(64) Las excepciones previstas en el artículo 107, apartado 3, 
letras a), b) y d), del TFUE, tampoco parecían ser aplica­
bles. En efecto, salvo circunstancias excepcionales que no 
parecían darse en este caso, el artículo 107, apartado 3, 
letra a), no autoriza las ayudas al funcionamiento. Ade­
más, las ayudas no se destinan a fomentar la realización 
de un proyecto importante de interés común europeo ni 
a poner remedio a una grave perturbación de la econo­
mía de un Estado miembro, ni a promover la cultura y la 
conservación del patrimonio. 

(65) El artículo 107, apartado 3, letra c), del TFUE prevé la 
posibilidad de autorizar ayudas destinadas a facilitar el 
desarrollo de determinadas actividades o de determinadas 
regiones económicas, siempre que no alteren las condi­
ciones de los intercambios en una medida contraria al 
interés común. La Comisión observó que las ayudas en 
cuestión no podían ser autorizadas a la luz de las direc­
trices y marcos explicando su aplicación de las disposi­
ciones de dicho artículo. 

(66) Asimismo, la Comisión expresó dudas en cuanto al he­
cho de que estas tarifas, aplicables a empresas medianas y 
grandes, puedan constituir una compensación por el su­
ministro de un servicio de interés económico general en 
el sentido del artículo 106, apartado 2, del TFUE. 

(67) En su decisión de ampliación del procedimiento, la Co­
misión consideró que las dudas expresadas en la decisión 
de incoación de 2007 en cuanto a la compatibilidad del 
elemento de ayuda estatal que incluía inicialmente el 
régimen de tarifas de regreso con el mercado interior 
eran válidas, asimismo, para el elemento de ayuda que 
implica este régimen de tarifas de regreso tal como quedó 
modificado por el artículo 166 de la Ley n o 2008-776. 

IV. OBSERVACIONES DE TERCEROS INTERESADOS 

(68) Varios proveedores y clientes interesados comunicaron 
sus observaciones a la Comisión. 

Proveedores 

(69) Poweo, mediante carta de 14 de agosto de 2007, mani­
festó que compartía el análisis de la Comisión sobre la 
existencia de una ayuda estatal. Respecto de la existencia 
de una ventaja, la empresa confirma que las tarifas nor­
males constituyen una ventaja respecto de las condicio­
nes de abastecimiento en el mercado mayorista en rela­
ción a la tarifa de regreso y a las ofertas comerciales de 
EDF. Las tarifas de regreso constituyen una ventaja en 
relación a las condiciones de abastecimiento en el mer­
cado mayorista. Respecto a la selectividad, Poweo añade 
que el hecho de ejercer la cualificación para optar a la 
tarifa de mercado es irreversible (el cliente no puede 
volver a la tarifa regulada). Además, las tarifas normales 
y de regreso favorecen a las empresas que consumen 
electricidad en detrimento de otras fuentes de energía. 
Mediante carta de 25 de junio de 2009, en la que co­
munica sus observaciones sobre la decisión de amplia­
ción del procedimiento, Poweo proporcionó datos adicio­
nales sobre el modo de construcción de sus ofertas de 
precios. 

(70) ENEL, en una carta de 21 de septiembre de 2007, con­
sidera que las tarifas históricas son demasiado bajas y que 
las tarifas de regreso expolian a los operadores alternati­
vos. La empresa añade que los nuevos lugares tuvieron 
derecho a las tarifas históricas a pesar del dictamen del 
Consejo de Estado francés en la materia. Mediante carta 
de 27 de mayo de 2009, ENEL añade que las tarifas 
reguladas verde y amarilla son inferiores a las tarifas de 
mercado y no han seguido las variaciones de estas últi­
mas, impidiendo así el desarrollo de la competencia. 
Además, la compensación prevista en favor de los pro­
veedores en el mecanismo de la tarifa de regreso es 
insuficiente y aumenta la ventaja para los clientes. Por 
último, la tarifa de regreso no permite a los proveedores 
cubrir sus costes de producción y comercialización ni 
remunerar suficientemente el capital invertido. Ha impe­
dido el desarrollo de la competencia en el mercado fran­
cés. 

(71) Electrabel, mediante carta de 19 de septiembre de 2007, 
considera que la ayuda proporciona una ventaja a deter­
minados proveedores de electricidad. La compensación 
abonada a algunos proveedores no dependería de la di­
ferencia de volumen de negocios entre el precio del con­
trato y la tarifa de regreso, sino que se calcularía en 
función de los costes de abastecimiento del proveedor. 
No habría ninguna correlación entre la pérdida de ingre­
sos sufrida por el proveedor y la compensación recibida, 
que, sin embargo, debería compensar ese lucro cesante. 
En cuanto a la existencia de un servicio de interés eco­
nómico general por el que se cobraría a los clientes, que 
son los verdaderos beneficiarios de la tarifa de regreso, 
Electrabel considera que no está demostrada. En su carta 
de 26 de junio de 2009, Electrabel añade que la tarifa de 
regreso conduce a la elaboración de ofertas uniformes 
por los proveedores de electricidad y les impide ser crea­
tivos. La práctica totalidad de los clientes de Electrabel 
solicitaron la tarifa de regreso. La tarifa de regreso ha
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dado lugar a una exclusión progresiva de los proveedores 
alternativos en favor de EDF, ya que, a igual tarifa, los 
clientes a menudo prefieren a EDF. Electrabel opina que 
existe una ventaja para los proveedores de electricidad a 
costa de otras energías como el gas natural. En cuanto a 
la tarifa de regreso, es selectiva en la medida en que la 
posibilidad de beneficiarse de ella depende de la fecha de 
cualificación del lugar, que a su vez depende del tamaño 
del mismo. 

(72) Una empresa que ha solicitado la confidencialidad consi­
dera que las tarifas reguladas constituyen una ayuda es­
tatal en favor de EDF, ya que la tarifa azul es superior al 
precio de mercado. Como EDF se beneficia de un mo­
nopolio de facto para la aplicación de estas tarifas, tiene 
una situación privilegiada. Una de las filiales de esa em­
presa no pudo entrar en el mercado francés debido a las 
tarifas de regreso. La entrada en el mercado ya era difícil 
debido al nivel de las tarifas mayoristas y otros costes (en 
particular, la tarifa de acceso a la red) para los clientes 
que se beneficiaban de las tarifas verde y amarilla. La 
tarifa de regreso creaba una dificultad suplementaria, de­
bido a su nivel. 

Clientes 

(73) En sus observaciones de 13 de agosto de 2007, Uniden 
(Unión de industrias usuarias de energía) considera que el 
funcionamiento imperfecto del mercado hace necesarias 
las tarifas reguladas. Las tarifas transitorias no son recur­
sos estatales ya que permiten a los operadores alternati­
vos acceder a la electricidad nuclear e hidráulica de que 
no disponen, garantizando al mismo tiempo la cobertura 
de los costes para los operadores históricos. La selectivi­
dad no se ha demostrado ya que la estructura de las 
tarifas responde a la de los costes reales por categoría 
de clientes. 

(74) El 28 de mayo de 2009, en sus observaciones sobre la 
decisión de ampliación del procedimiento, UNIDEN dis­
cute el análisis de la Comisión sobre la selectividad de las 
tarifas, por no tener en cuenta las diferencias de costes de 
suministro entre los segmentos de la clientela. La distin­
ción entre la aplicación de la tarifa de regreso después de 
la firma del contrato y la firma de un contrato directa­
mente con la tarifa de regreso, si bien parece lógica, es en 
realidad errónea. En efecto, el precio sólo es un compo­
nente del valor económico global de un contrato de 
suministro. Los consumidores valoran también la estabi­
lidad y la visibilidad del precio que pagan por la elec­
tricidad. Contrariamente a lo indicado en la decisión de 
ampliación del procedimiento, la tarifa de regreso se ha 
impuesto al consumidor, independientemente de su soli­
citud. Existen ejemplos concretos de solicitudes no satis­
fechas para contratos que van más allá de junio de 2010 
y para consumidores que no solicitaban necesariamente 
la aplicación de la tarifa de regreso. Por tanto, calcular 
una posible «ventaja económica» es irreal ya que el me­
canismo fue impuesto a los consumidores. Parece difícil, 
por lo que respecta al primer período de aplicación de la 
tarifa de regreso, invocar la selectividad porque el meca­
nismo estaba limitado a los consumidores que lo habían 
solicitado antes del 30 de junio de 2007. En efecto, los 
consumidores dispusieron de 6 meses para tomar una 
decisión que les aportara seguridad y visibilidad de los 
precios durante 2 años. Asimismo, no permitir la ida y 

vuelta en la gestión de las tarifas de regreso es una 
medida lógica, únicamente dirigida a impedir comporta­
mientos de arbitraje entre el precio de mercado y la tarifa 
de regreso, en la medida en que la estacionalidad de la 
tarifa de regreso se fija por anticipado y la del mercado 
cambia constantemente. 

(75) Por lo que respecta a la financiación con recursos esta­
tales, el consumidor, que no se ha beneficiado de la 
bajada prevista de la contribución al servicio público de 
la electricidad, se habría beneficiado de una ayuda estatal 
cuando dicha contribución ha financiado en realidad la 
compensación de la tarifa de regreso. Por lo que se refiere 
a la contribución de los productores de electricidad de 
origen hidráulico o nuclear, hay que señalar que su nivel 
es muy inferior a la diferencia entre el precio de la ener­
gía con la tarifa de regreso y el precio de la energía con 
la tarifa verde o la tarifa prevista en los contratos «libres» 
consentidos por los productores. UNIDEN concluye que 
esta contribución en realidad grava el «beneficio excesivo» 
obtenido por estos productores como consecuencia de la 
introducción del régimen de tarifas de regreso. 

(76) El CLEEE (Comité de enlace de las empresas que han 
ejercido su cualificación), mediante carta de 16 de agosto 
de 2007, indicó que el funcionamiento del mercado fran­
cés de la electricidad era deficiente y que los precios 
aplicados en el mercado libre no reflejaban los costes 
de producción. El precio de mercado escogido como 
referencia por la Comisión estaba, según el CLEEE, dis­
torsionado. La financiación de la tarifa de regreso no 
procedería de los recursos estatales, sino de los consumi­
dores y de los productores que obtienen un beneficio 
vendiendo a la tarifa de regreso. Al estar la tarifa de 
regreso abierta a todos, el CLEEE impugna su selectividad. 
Mediante carta de 2 de junio de 2009, el CLEEE añadió 
que la tarifa de regreso no constituía una ventaja porque 
únicamente limitaba las desventajas de los clientes que 
habían abandonado las tarifas reguladas y no podían 
volver a ellas. El CLEEE considera que el precio de mer­
cado no puede utilizarse como indicador para determinar 
la existencia de una ventaja económica, puesto que es el 
resultado de mecanismos de mercado inadecuados o dis­
torsionados. El CLEEE niega que la tarifa de regreso sea 
selectiva, porque según él está abierta a todos los consu­
midores que la han elegido y no favorece a ningún lugar, 
empresa, sector de actividad o zona geográfica. 

(77) El CLEEE insiste en la estructura y el nivel de la tarifa de 
regreso y explica la distinción básica entre perfil de con­
sumo y volumen de consumo. Las «partes planas» de la 
tarifa de regreso son, según él, sensiblemente idénticas, 
en contra de lo que hacía pensar la información de que 
disponía la Comisión. La tarifa de regreso no supondría 
una ventaja para los grandes consumidores de electrici­
dad en detrimento de los más pequeños. El CLEEE niega 
que se considere que la tarifa de regreso procede de un 
recurso estatal y que la condición de afectación de los 
intercambios se derive de ello, sobre todo porque la 
Comisión no demuestra que la tarifa de regreso sea in­
ferior a los costes de producción ni que los consumidores 
que se benefician de la tarifa de regreso compren su 
electricidad más barata que sus competidores en Europa, 
que a menudo siguen beneficiándose de tarifas reguladas. 
El CLEEE añade que la tarifa de regreso (suponiendo que
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sea una ayuda estatal, lo que no es el caso en su opinión) 
sería compatible con el Tratado. En efecto, el artículo 30- 
1 de la Ley de 9 de agosto de 2004 relativa al servicio 
público de la electricidad y el gas y a las empresas eléc­
tricas y del gas califica la tarifa de regreso como servicio 
de interés económico general impuesto a las empresas del 
sector de la electricidad. El CLEEE recuerda hasta qué 
punto esta medida era necesaria para proteger a los con­
sumidores que hubieran ejercido su cualificación y, al 
mismo tiempo, proporcionada y que no afecta indebida­
mente a los intercambios. 

(78) La SNC París Voltaire, mediante carta de 20 de julio de 
2009, expuso que la financiación de la equiparación geo­
gráfica del suministro de electricidad a los territorios no 
interconectados mediante la contribución al servicio pú­
blico de la electricidad constituye una ayuda estatal. 

V. OBSERVACIONES DE FRANCIA 

(79) En sus observaciones sobre la decisión de incoar el pro­
cedimiento, las autoridades francesas impugnan el análisis 
realizado por la Comisión. 

Observaciones sobre las tarifas normales 

(80) Por lo que se refiere a la existencia de una ventaja, Fran­
cia considera que: 

a) la diferencia que pueda existir entre el nivel de las 
tarifas normales y los precios observados en los mer­
cados de la electricidad, en especial Powernext, es 
claramente coyuntural (entre 1999 y 2004, estos úl­
timos precios eran inferiores a las tarifas reguladas); 

b) la referencia a los precios de los mercados de la elec­
tricidad no es pertinente, en la medida en que la 
mayor parte de la electricidad comprada por las em­
presas se adquiere fuera de los mercados organizados 
y los precios observados en Powernext no se justifican 
por los indicadores económicos fundamentales que 
determinan la realidad de las operaciones entre com­
pradores y productores de electricidad. 

(81) Habida cuenta de estas dos razones, Francia concluye que 
las tarifas normales no constituyen una ventaja para las 
empresas beneficiarias. 

(82) Las autoridades francesas impugnan además la selectivi­
dad de las tarifas normales y afirman que es lógico y 
económicamente coherente que las tarifas normales no 
tengan el mismo impacto financiero (en efectivo) para un 
gran consumidor y un pequeño consumidor de electrici­
dad y que el coste no sea proporcional al volumen con­
sumido debido a la variedad de los costes de los medios 
de producción. Según Francia, la regulación de las tarifas 
normales constituye una medida general de regulación de 
los precios aplicable a todas las empresas consumidoras 
de electricidad que no han optado por ejercer su cualifi­
cación y acceder al mercado libre. 

(83) Las autoridades francesas impugnan el argumento de eje­
cución de los recursos públicos por dos razones: 

a) las tarifas normales no conducen a la utilización de 
recursos presupuestarios o fiscales y no han impedido 
a EDF lograr resultados positivos; 

b) las tarifas normales, que reflejan los indicadores fun­
damentales del mercado de la electricidad y los costes 
del parque de producción de EDF, constituyen el justo 
precio de venta de la electricidad y no pueden, por 
tanto, considerarse como un lucro cesante para EDF. 

(84) Francia añade que, como no hay menoscabo de la com­
petencia, el comercio transfronterizo no puede verse afec­
tado. 

Observaciones sobre la tarifa de regreso 

(85) Francia afirma que la tarifa de regreso no constituye una 
ayuda estatal. 

(86) Según Francia, la tarifa de regreso supone un mero in­
cremento de las tarifas normales, manteniendo toda la 
estructura de estas últimas. El concepto de ventaja frente 
a los clientes finales que disponen de ofertas no reguladas 
no es pertinente en el marco de las tarifas normales, por 
lo que tampoco lo es en el marco de la tarifa de regreso. 
Del mismo modo, la ausencia de exención de cargas para 
los clientes finales que se abastecen con las tarifas nor­
males implica necesariamente una ausencia de exención 
de cargas para los que se abastecen con la tarifa de 
regreso. 

(87) Según las autoridades francesas, la regulación de la tarifa 
de regreso constituye una medida general de regulación 
de los precios aplicables a todas las empresas consumi­
doras de electricidad. 

(88) Las autoridades francesas impugnan que exista financia­
ción con recursos públicos. En efecto, la imputabilidad de 
la medida al Estado, en el sentido de que la medida es 
impuesta por una ley, no es suficiente para tildar la trans­
ferencia de recursos públicos. Más específicamente, la 
parte de la compensación soportada por los consumido­
res finales a través de la contribución al servicio público 
de la electricidad excluye el vínculo con los recursos 
públicos. Las autoridades francesas consideran pues que 
la utilización de una parte de los ingresos de la contri­
bución al servicio público de la electricidad para alimen­
tar el dispositivo de compensación de los proveedores 
que se benefician de la tarifa de regreso no puede con­
siderarse que implique una transferencia de recursos pú­
blicos. La otra parte de la compensación se financia me­
diante la contribución procedente de los productores de 
electricidad hidronuclear, ya sean públicos o privados, 
que dispongan de medios de producción de electricidad 
importantes (umbral de 2 000 MW) y caracterizados por 
bajos costes y una amplia amortización. Esta contribu­
ción no significa en absoluto que existe una transferencia 
directa o indirecta de recursos públicos.
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(89) Francia remite a la sentencia «PreussenElektra AG» dictada 
por el Tribunal en el asunto C-379/98 (apartado 58) ( 1 ): 
«resulta de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia que 
sólo las ventajas concedidas directa o indirectamente a 
través de fondos estatales se consideran ayudas a los 
efectos del artículo 92, apartado 1, del Tratado». A este 
respecto, puede comprobarse que no existe ningún vín­
culo directo ni indirecto entre el mecanismo (operaciones 
de pago o devolución) y los recursos públicos del Estado, 
incluso a través de la intervención de la Caja de Depósi­
tos y Consignaciones. En efecto, esta última desempeña 
un papel completamente transparente: no tiene en nin­
gún momento la menor competencia para la determina­
ción del importe o el destino de las cantidades cobradas 
y redistribuidas. Estas cantidades se consignan en una 
cuenta separada y no se confunden en modo alguno 
con los recursos que gestiona la Caja de Depósitos y 
Consignaciones. Su intervención es una garantía de sen­
cillez y transparencia en los intercambios entre contribu­
yentes y beneficiarios de la compensación. 

Comentarios sobre las observaciones de terceros 

(90) Francia presentó sus comentarios a las observaciones de 
terceros el 31 de enero de 2008. Recuerda que los pre­
cios observados en los mercados de la electricidad no 
pueden tomarse como referencia. En efecto, el precio 
observado en los mercados de la electricidad en Francia 
reflejaría el coste de la producción de electricidad en 
Alemania, ya se distribuya o no esta electricidad en Fran­
cia. A este respecto, señala que los volúmenes negociados 
en los mercados de la electricidad no son todos ellos 
suministrados: alrededor del 10 % de los volúmenes ne­
gociados en el mercado a plazo de Powernet son real­
mente suministrados. Francia añade que los precios ob­
servados en los mercados de la electricidad no reflejan el 
precio de los contratos en curso de los consumidores 
finales. 

(91) Francia afirma que, en el marco del mecanismo de com­
pensación de la tarifa de regreso, la sobrecompensación 
no es posible. Recuerda que el dispositivo se estableció 
tras una amplia consulta de todas las partes interesadas, 
con la preocupación constante de limitar al máximo los 
efectos de «ganga» y de oportunidad, y bajo el control de 
la CRE. El funcionamiento es el siguiente: cualquier pro­
veedor que abastezca a un cliente final con la tarifa de 
regreso podrá beneficiarse de una compensación. La 
compensación se calcula como la diferencia entre los 
ingresos a la tarifa de regreso (en EUR/MWh) y los costes 
de suministro. No obstante, estos últimos tendrán un 
límite máximo de un coste de abastecimiento teórico 
determinado por referencia a los precios observados en 
las bolsas de electricidad (aproximadamente, una media 
ponderada de los distintos precios observados en los 
mercados de la electricidad). El límite máximo de los 
costes de abastecimiento para un año N no se conoce 
con exactitud hasta finales de ese mismo año. Parece 
difícil elaborar una estrategia que pueda permitir efecti­
vamente una sobrecompensación. Suponiendo que un 
operador llegara a desarrollar tal estrategia, ésta sería 
sancionada por la CRE, organismo encargado de la apli­
cación de este dispositivo. 

(92) Las autoridades francesas consideran que, si la Comisión 
llegara a la conclusión, que impugnan, de que las tarifas 
normales y la tarifa de regreso constituyen una ayuda, 
ésta debería considerarse compatible, en virtud del artícu­
lo 106, apartado 2, del TFUE, leído en relación con el 
artículo 3, apartado 2, de la Directiva 2003/54/CE. Asi­
mismo, dichas tarifas deberían considerarse, según las 
autoridades francesas, como ayudas compatibles con el 
mercado interior sobre la base del artículo 107, apartado 
3, del TFUE, dado que corrigen una deficiencia del mer­
cado. En cualquier caso, las tarifas normales deberían 
clasificarse como ayudas existentes, ya que son anteriores 
a la liberalización del mercado de la electricidad. Por 
último, si la Comisión se negara a considerar las tarifas 
normales como ayuda existente, las autoridades francesas 
consideran que tendrían justificación para hacer valer los 
principios de confianza legítima y seguridad jurídica. 

Observaciones sobre la ampliación del procedimiento 

(93) Las autoridades francesas mantienen el análisis que pre­
sentaron en respuesta a la decisión de incoación del 
procedimiento. Por lo que se refiere a la existencia de 
una ventaja, indican que aún suponiendo que los precios 
observados en los mercados de la energía pudieran con­
siderarse una referencia pertinente, contrariamente al pe­
ríodo 2004-2007, los precios de mercado están al 
mismo nivel que la tarifa de regreso en 2009. 

(94) Por lo que se refiere a la selectividad, sostienen que la 
tarifa de regreso tiene por objeto evitar los arbitrajes 
entre un sistema regulado y los precios de mercado. La 
tarifa de regreso no es en modo alguno selectiva, sino 
que es una medida general: los agentes deben tener esto 
en cuenta al optar por las distintas ofertas de suministro 
de electricidad. A este respecto, las autoridades francesas 
recuerdan que el Tribunal considera que una medida 
estatal que beneficia indistintamente a la totalidad de 
las empresas situadas en el territorio nacional no puede 
constituir una ayuda estatal. Francia añade que las distin­
tas tarificaciones de la tarifa de regreso se basan en cri­
terios objetivos y técnicos, que son los mismos que los 
de la tarifa normal. 

(95) Según Francia, la noción de selectividad debe analizarse a 
la luz del conjunto de las condiciones ofrecidas por el 
mercado a todas las empresas. Únicamente es pertinente 
y operativa si el dispositivo analizado constituye una 
ventaja decisiva en beneficio de una categoría especial 
de agentes del mercado, en detrimento de otras catego­
rías. Sin embargo, este no es el caso. Si las demás em­
presas no han suscrito, en general, la tarifa de regreso, es 
porque disponían de condiciones de suministro a precio 
de mercado más ventajosas. No se verán en ningún caso 
desfavorecidas por la existencia de este dispositivo. La 
selectividad únicamente puede analizarse a la luz de la 
naturaleza de las empresas afectadas: cada una elaborará 
su propia estrategia aprovechando al máximo, en función 
de sus características, las posibilidades ofrecidas en mate­
ria de costes de abastecimiento. Ahora bien, es preciso 
hacer constar que la tarifa de regreso ha sido suscrita por 
todas las categorías de empresas; no hay ninguna exclui­
da.
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(96) Por lo que respecta a la existencia y la aplicación de 
recursos públicos, Francia indica, en respuesta al punto 
77 de la decisión de ampliación del procedimiento, que 
el grupo privado GDF Suez, que dispone de 3 000 MW 
de electricidad hidráulica de agua fluyente a un coste 
competitivo (aproximadamente 30 EUR/MWh, tasa in­
cluida), no obtiene compensación. Por otra parte, EDF 
y GDF Suez, incluso si no tienen el mismo estatuto, 
obtienen sin embargo el mismo tratamiento por lo que 
se refiere a la financiación del dispositivo de la tarifa de 
regreso. Las autoridades francesas refutan, por consi­
guiente, el hecho de que haya aplicación de recursos 
públicos porque EDF participe en la financiación del dis­
positivo. 

(97) Por lo que respecta a la afectación de los intercambios y 
de la competencia, las autoridades francesas recuerdan 
que corresponde a la Comisión demostrar que la compe­
tencia se ve efectivamente afectada, considerando empre­
sas que se encuentren exactamente en la misma situación 
fáctica y jurídica. En cualquier caso, la tarifa de regreso 
no modifica una situación de hecho antigua que provo­
que que las empresas situadas en el mercado francés 
hayan podido beneficiarse de la competitividad del par­
que de generación de electricidad francés, esencialmente 
electronuclear. 

VI. EVALUACIÓN DE LAS MEDIDAS — EXISTENCIA DE 
AYUDA ESTATAL 

(98) El artículo 107, apartado 1, del TFUE, dispone que: 
«Salvo que el presente Tratado disponga otra cosa, serán 
incompatibles con el mercado común, en la medida en 
que afecten a los intercambios comerciales entre Estados 
miembros, las ayudas otorgadas por los Estados o me­
diante fondos estatales, bajo cualquier forma, que falseen 
o amenacen falsear la competencia, favoreciendo a deter­
minadas empresas o producciones». 

(99) Existe ayuda estatal en el sentido del artículo 107, apar­
tado 1, del TFUE cuando una medida concede una ven­
taja a determinadas empresas o producciones, esta me­
dida es selectiva, se financia mediante recursos estatales y 
afecta o amenaza con afectar a la competencia y a los 
intercambios comerciales entre Estados miembros. 

(100) La Comisión analizó la existencia de un elemento de 
ayuda estatal en el sentido del artículo 107, apartado 
1, del TFUE en favor de los clientes no domésticos cu­
biertos por uno de los dos regímenes de tarifas objeto del 
presente procedimiento. Por otra parte, por lo que se 
refiere a las tarifas normales, la Comisión ha limitado 
su examen al período que comienza el 1 de julio de 
2004, fecha de liberalización del mercado de la electrici­
dad. En efecto, en dicha fecha, todos los clientes no 
domésticos se convirtieron en cualificados, en virtud de 
la Directiva 2003/54/CE. Anteriormente, sólo una pe­
queña minoría de empresas lo era. 

Selectividad 

(101) Para considerarse selectiva con arreglo al artículo 107, 
apartado 1, del TFUE, una medida de ayuda debe favo­
recer a determinadas empresas o producciones, lo que la 
distingue de las medidas generales aplicables a todos los 
sectores de la economía. 

(102) La Comisión considera que el hecho de que las tarifas 
normales y de regreso se apliquen en principio a todas 
las empresas consumidoras de electricidad no permite 
concluir que estas medidas sean generales. En efecto, 
para calificarse de generales, es necesario que las medidas 
en cuestión sean aplicables a todas las empresas y no 
sólo a las que consumen electricidad, de las cuales algu­
nas pueden dar preferencia a este consumo frente a otras 
empresas que utilizan otras fuentes energéticas. 

(103) Ahora bien, las medidas tarifarias en cuestión son selec­
tivas en tanto en cuanto favorecen a las empresas que 
consumen energía eléctrica frente a las que utilizan com­
bustibles fósiles, como carbón, petróleo y sus derivados 
o, en cierta medida, gas, independientemente del hecho 
de que los precios de este último también estén regula­
dos. Por otra parte, tales medidas tarifarias favorecen, de 
hecho, a las empresas que más electricidad consumen, en 
la medida en que la ventaja que obtienen aumenta nece­
sariamente con el nivel de consumo de electricidad. 

(104) Además, la selectividad entre empresas consumidoras de 
electricidad existe por el mero hecho de las normas in­
troducidas que definen las categorías de empresas que 
pueden o no beneficiarse de las tarifas reguladas. El ca­
rácter irreversible del ejercicio de la cualificación entre las 
tarifas de mercado y las tarifas reguladas, previsto por el 
artículo 66 de la Ley 2005-781, de 13 de julio de 2005, 
incluye un elemento de selectividad manifiesto: las em­
presas que hayan optado por pasar a la tarifa de mercado 
ya no podrán acogerse a las tarifas normales. Además, la 
aplicación de los criterios que representan las fechas en 
que se efectúa la elección de alegar la cualificación, o en 
que se realizan las solicitudes de ser abastecido con un 
régimen tarifario, tiene por efecto adicional de limitar el 
beneficio de las tarifas a determinadas empresas, exclu­
yendo a otras. 

(105) Habida cuenta de lo anterior, la Comisión concluye que 
las tarifas normales amarillas y verdes y las tarifas de 
regreso presentan un carácter selectivo con arreglo al 
artículo 107, apartado 1, del TFUE, puesto que se aplican 
únicamente a las empresas consumidoras de electricidad, 
incluso si se aplican a un gran número de empresas que 
explotan más de 400 000 lugares de consumo de elec­
tricidad en Francia. En efecto, ni el elevado número de 
empresas beneficiarias ni la diversidad de los sectores a 
los que pertenecen dichas empresas permiten considerar 
que una medida estatal constituye una medida general. 

(106) Es en el nivel de la evaluación de la compatibilidad de las 
tarifas con el mercado interior y no en el de la valoración 
de su selectividad donde debe examinarse su aplicación a 
muy amplios tramos de los sectores económicos que se 
han beneficiado y que continúan haciéndolo. 

Ventaja económica 

(107) Existe ventaja a tenor del artículo 107, apartado 1, del 
TFUE si una medida estatal permite a una empresa no 
soportar cargas a las que normalmente debería hacer 
frente en ausencia de la medida. El suministro de energía
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en condiciones preferenciales a resultas de una legislación 
nacional es susceptible de entrar en el ámbito de aplica­
ción de dicho artículo, ya que el pago del suministro de 
electricidad es claramente una carga corriente para una 
empresa. Por consiguiente, procede analizar si las medi­
das en cuestión suponen una reducción de esta carga. 

Comparación con la referencia de los precios de mercado 

(108) La Comisión analizó si las tarifas normales y de regreso 
permitían a sus beneficiarios abastecerse de electricidad a 
un precio más ventajoso que el que tendrían en su au­
sencia, es decir, los precios de mercado. Además, como 
parece confirmar el Decreto Ministerial de 22 de diciem­
bre de 2008, los precios de la electricidad en el mercado 
libre para un lugar de consumo de tamaño grande o 
mediano deberían, en ausencia de la tarifa de regreso, 
corresponder en gran medida a una combinación de 
los precios de los contratos a plazo de base y en punta 
observados en el mercado mayorista, dado que esta com­
binación está vinculada al perfil de consumo del lugar en 
cuestión. 

(109) Las tarifas normales han sido objeto de adaptaciones 
periódicas a partir de 2006, lo que se presenta en el 
cuadro 1. Entre enero de 2004 y enero de 2012, las 
tarifas normales amarillas se incrementaron un 21 % y 
las tarifas verdes un 23,8 %. Estos aumentos no han 
permitido sin embargo garantizar la cobertura de los 
costes de producción de la parte de «suministro» de las 
tarifas normales. En efecto, de la comparación de los 
datos del cuadro 2 con los precios de mercado recogidos 
en los considerandos (43) a (45) se desprende que, desde 
2004, la parte de «suministro» de las tarifas normales 
amarilla y verde se sitúa sistemáticamente al menos un 
25 % por debajo de los precios observados en los mer­
cados. 

(110) Por lo que se refiere a las tarifas de regreso amarillas y 
verdes, aumentaron un 13 % y un 16 % respectivamente 
en su período de aplicación entre 2007 y 2011. Para las 
tarifas de regreso verdes, el examen de su parte de sumi­
nistro estimada a la luz de las referencias de precios de 
mercado demuestra la existencia de una ventaja de al 
menos el 9 % cada año del período examinado. Por lo 
que se refiere a las tarifas de regreso amarillas, la com­
paración con los precios de suministro de base arroja una 
ventaja anual que no es sistemática. Por término medio 
en el período, son inferiores en un 13 % a los precios de 
mercado. Además, las tarifas amarillas afectan a las em­
presas medianas, que pueden tener un consumo más 
fuerte en pico, lo que subestima una comparación basada 
en los contratos de base. 

(111) Por consiguiente, tanto de manera sistemática cada año 
para las tarifas normales y las tarifas verdes de regreso 
como de media para las tarifas amarillas de regreso du­
rante su período de aplicación, la aplicación de las tarifas 
en cuestión ha supuesto una ventaja económica a las 
empresas beneficiarias que no habrían podido obtener 
en condiciones de mercado. 

Evaluación de la situación por el regulador (CRE) y la juris­
dicción administrativa (Consejo de Estado) 

(112) Los resultados de la comparación con los precios de 
mercado que muestran la existencia de una ventaja eco­

nómica están respaldados por el dictamen de la CRE 
sobre el proyecto de Decreto de 10 de agosto de 2006 
relativo a los precios de la electricidad. En este dictamen, 
la CRE indicó que la parte de «suministro» de las tarifas 
normales no reflejaba siempre la realidad de los costes de 
suministro y que era, en particular, residual, o incluso 
negativa, para determinados clientes con tarifas verdes y 
amarillas ( 1 ). 

(113) Asimismo, en su dictamen de 23 de julio de 2009, sobre 
el proyecto de decreto relativo a las tarifas reguladas de 
venta de electricidad, la CRE señala que la no considera­
ción de la TURPE en las tarifas reguladas de venta había 
ocasionado mecánicamente hasta ahora la aparición de 
trampas tarifarias, es decir, situaciones en las que la parte 
de producción de un tarifa, obtenida mediante deducción 
de estas tarifas integradas de la TURPE en vigor y de los 
costes de comercialización, es significativamente inferior 
a la parte de producción que permite cubrir los costes de 
producción. 

(114) Así, la CRE indica, en su dictamen de 10 de agosto de 
2009 sobre las tarifas de electricidad, que con las tarifas 
vigentes desde agosto de 2008, 222 000 lugares, una 
parte de los cuales se beneficia de las tarifas amarilla o 
verde con un consumo de 2 200 GWh, se encuentran en 
una situación de trampa tarifaria «profunda», es decir, con 
una parte de «suministro» implícita inferior a 20 EUR/ 
MWh. Para los lugares de consumo estival, que disfrutan 
de las tarifas amarilla y verde, 22 000 lugares (consumo 
de 1 200 GWh) se encuentran en situación de trampa 
tarifaria profunda, 7 500 de ellos con una parte de su­
ministro negativa. 

(115) La modificación tarifaria de agosto de 2009 permitió 
reducir las trampas tarifarias profundas en un 82 % en 
cuanto a número de lugares y volumen, quedando 1 500 
lugares en situación de trampa profunda. La modificación 
tarifaria de agosto de 2010 permitió la práctica supresión 
de las trampas profundas, puesto que sólo afectaban a 
300 lugares. 

(116) Los cálculos de la CRE ponen de relieve la existencia de 
una ventaja competitiva muy significativa para las em­
presas que se benefician de las tarifas con eliminación o 
de consumo estival. Todos los lugares con tarifas amarilla 
y verde cuya parte de «suministro» es inferior a 20 EUR/ 
MWh no podrían, obviamente, obtener una tarifa equi­
valente en condiciones normales de mercado. Esto de­
muestra más aún que las tarifas normales pueden cons­
tituir una ventaja para un número significativo de em­
presas. 

(117) El Consejo de Estado, a raíz del recurso de anulación del 
Decreto de 12 de agosto de 2008 relativo al precio de la 
electricidad, presentado por Poweo, consideró, mediante 
Decisión de 1 de julio de 2010, que las tarifas amarilla
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( 1 ) Dictamen de la Comisión de regulación de la energía de 9 de agosto 
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y verde resultantes del Decreto de 13 de agosto de 2007 
eran insuficientes para cubrir los costes medios comple­
tos de EDF e instó a los ministros competentes a adoptar 
un nuevo Decreto. 

(118) Las autoridades francesas alegan, por su parte, que la 
diferencia que pudiera existir entre el nivel de las tarifas 
reguladas de venta de electricidad y los precios observa­
dos en los mercados de la electricidad, en especial Po­
wernext, era claramente coyuntural. De los sucesivos dic­
támenes de la CRE sobre las tarifas reguladas de los años 
posteriores a la apertura del procedimiento por la Comi­
sión se desprende que no era este el caso. 

(119) Francia añade que la referencia a los precios de los mer­
cados de la electricidad no es pertinente, en la medida en 
que la mayor parte de la electricidad comprada por las 
empresas se adquiere fuera de los mercados organizados 
y los precios observados en Powernext no se justifican 
por los indicadores económicos fundamentales que de­
terminan la realidad de las operaciones entre comprado­
res y productores de electricidad. Por el contrario, la 
Comisión considera que los precios de la electricidad 
de Powernext sirven de base para la elaboración de ofer­
tas a precios de mercado por los proveedores. 

Indicaciones procedentes de la elección de los clientes en el 
mercado 

(120) El hecho de que una gran mayoría de clientes cualificados 
haya optado por conservar las tarifas normales o benefi­
ciarse de las tarifas de regreso verdes y amarillas es muy 
significativo. Así, el 30 de junio de 2011, fecha de la 
desaparición de la tarifa de regreso, la CRE indicó que, de 
un total de 4 907 000 lugares no domésticos, 4 202 000 
se abastecían con las tarifas normales y 7 220 con la 
tarifa de regreso. En términos de consumo anualizado, 
las tarifas normales representaban 161 TWh (54,6 % del 
consumo de los lugares no domésticos) y la tarifa de 
regreso 75 TWh (25,4 %). Así pues, cuatro años después 
de la fecha de apertura del mercado a la competencia, la 
cuota de mercado de las ofertas con tarifa libre era de tan 
sólo un 20 %. 

(121) Este análisis se ve confirmado por las cifras facilitadas por 
los operadores alternativos que presentaron observacio­
nes. Así pues, Electrabel indicó que el 90,4 % de sus 
clientes que se abastecían anteriormente con la tarifa de 
mercado habían optado por beneficiarse de la tarifa de 
regreso. Según Electrabel, de media, durante todo el pe­
ríodo de aplicación de la tarifa de regreso, el beneficio del 
cliente asciende de media a 11 EUR por MWh. Poweo 
indica que en 2007 sufrió una pérdida de 33 a 34 EUR/ 
MWh, por término medio, por cada cliente que se bene­
ficiaba de la tarifa amarilla, y de 26,6 EUR/MWh, por 
término medio, por cada cliente que se beneficiaba de 
la tarifa verde, habida cuenta de sus costes de abasteci­
miento y sus costes comerciales. 

(122) A la luz de lo anterior, la Comisión concluye que existe 
una ventaja económica para las categorías de clientes que 
se benefician de las tarifas normales y de las tarifas de 
regreso verdes y amarillas. 

Imputabilidad del Estado, que aplica recursos estata­
les 

(123) A efectos de la aplicación del artículo 107, apartado 1, 
del TFUE, es preciso establecer si las medidas en cuestión 
aplican recursos estatales en favor de los beneficiarios, 
sobre todo en lo que se refiere a los recursos de empresas 
públicas, en virtud de decisiones adoptadas por el Estado 
o imputables a éste. 

(124) En el caso que nos ocupa, la imputabilidad del Estado es 
evidente ya que tanto el mecanismo de las tarifas nor­
males como el de las tarifas de regreso se han creado 
mediante actos legislativos y reglamentarios del Estado 
francés. Además, el nivel de las tarifas se fija por decreto 
ministerial para cada una de las categorías tarifarias. Las 
decisiones son decisiones estatales, sobre las cuales las 
empresas encargadas de ejecutarlas no tienen influencia 
alguna. 

Sobre las tarifas normales 

(125) Las tarifas normales son financiadas por los recursos de 
EDF y de las empresas locales de distribución, que ven­
den electricidad a sus clientes a un precio inferior al 
precio que resultaría del libre funcionamiento del merca­
do. Conviene analizar si sus recursos pueden calificarse 
de recursos estatales. 

(126) El Estado tiene una gran mayoría del capital de EDF. A 
31 de diciembre de 2010, poseía un 84,48 %. EDF está 
por tanto bajo el control del Estado. Se trata de una 
empresa pública y sus recursos son, por tanto, recursos 
estatales. Cuando un consumidor que se beneficia de la 
tarifa es abastecido por EDF, las decisiones legales y re­
glamentarias del Estado obligan a EDF a suministrar elec­
tricidad a un precio inferior al que se aplicaría en el 
mercado, aplicando así los recursos bajo control público 
de EDF. 

(127) Los elementos no impugnados que expone la decisión de 
incoar el procedimiento indican que las empresas locales 
de distribución son 168. De ellas, 144 adoptan la forma 
de administraciones o sociedades de economía mixta. Las 
administraciones son entidades públicas controladas al 
100 % por las colectividades locales (por ejemplo, los 
municipios). Las sociedades de economía mixta son aque­
llas sociedades anónimas cuyo capital está mayoritaria­
mente en manos de los poderes públicos, y sus recursos 
son, por tanto, recursos estatales. Estas empresas locales 
de distribución son controlados directamente por el Es­
tado. Una de las empresas locales de distribución es una 
EPIC (empresa pública de carácter industrial y comercial). 
Las EPIC son entidades públicas, enteramente propiedad 
del Estado, y sus recursos son, por tanto, recursos esta­
tales. 

(128) Otras empresas locales de distribución, como Electricité 
de Strasbourg, son sociedades anónimas, la mayoría de 
las cuales pertenece conjuntamente a EDF y/o a las au­
toridades municipales. Estas empresas están, por consi­
guiente, también bajo el control del Estado. 

(129) Por último, una pequeña minoría de empresas locales de 
distribución (20 de 168) tienen una estructura de coo­
perativa o de sociedad de interés colectivo agrícola de 
electricidad, y en este caso resulta más difícil determinar 
si el Estado ejerce el control.

ES C 398/24 Diario Oficial de la Unión Europea 22.12.2012



(130) Dado que EDF distribuye ella misma la inmensa mayoría 
(alrededor del 95 %) del volumen total de energía afec­
tado por las tarifas normales y que la gran mayoría de los 
demás distribuidores están controlados directamente por 
el Estado, la Comisión considera que se puede concluir 
que las cantidades en cuestión representan, al menos en 
su práctica totalidad, recursos estatales. 

(131) Por lo que se refiere a las empresas locales de distribu­
ción, compran generalmente a EDF la electricidad que 
distribuyen a las tarifas normales, mediante un régimen 
regulado a su vez por el Estado, denominado «tarifas de 
cesión de la electricidad a los distribuidores no naciona­
lizados». Mediante dicho régimen, EDF esta obligada a 
proporcionar a las empresas locales de distribución la 
cantidad de electricidad que necesiten para cumplir sus 
obligaciones de suministro en el régimen de tarifas nor­
males, a un precio que les permita vender electricidad 
con la tarifa normal sin sufrir pérdidas. Por tanto, las 
tarifas que ofrecen son financiadas con recursos de 
EDF. La Comisión considera que, en última instancia, la 
totalidad de los recursos implicados en el régimen de 
tarifas normales proceden de empresas públicas. 

(132) La Comisión no comparte la opinión de las autoridades 
francesas según la cual las tarifas de regreso no conducen 
a la utilización de ningún recurso presupuestario o fiscal 
y no han impedido a EDF alcanzar resultados positivos, 
ni que las tarifas normales y de regreso (directamente 
basadas en las tarifas normales), que reflejan los indica­
dores fundamentales del mercado de la electricidad y los 
costes del parque de producción de EDF, constituyen el 
justo precio de venta de la electricidad y no pueden, por 
tanto, considerarse como un lucro cesante para EDF. Es 
evidente que, sin las tarifas normales, los precios que EDF 
aplicaría a los clientes que se benefician de estas tarifas 
tenderían a aproximarse a los precios más altos observa­
dos en los mercados desde 2004, de modo que el lucro 
cesante para EDF y para las empresas locales de distribu­
ción representa un lucro cesante para el Estado francés o 
las autoridades públicas que tengan el control de aquellas. 

(133) Las tarifas normales son pues financiadas con recursos 
estatales y son imputables al Estado. 

Sobre las tarifas de regreso 

(134) Las tarifas de regreso son financiadas por los ingresos de 
dos contribuciones impuestas por el Estado, como se ha 
explicado en los considerandos (35) y (36). 

(135) De conformidad con la práctica constante de la Comi­
sión ( 1 ), que sigue la jurisprudencia del Tribunal de Justi­
cia a este respecto ( 2 ), los ingresos procedentes de este 
tipo de contribuciones constituyen recursos estatales 
cuando se cumplen las siguientes tres condiciones acu­
mulativas: 

a) las contribuciones deberán ser impuestas por el Esta­
do; esto es lo que sucede en el caso que nos ocupa, ya 
que ambas contribuciones son impuestas por la Ley 
n o 2000-108; 

b) los ingresos de las contribuciones deberán abonarse a 
un organismo designado por el Estado: en este caso, 
la Caja de Depósitos y Consignaciones; 

c) los ingresos de las contribuciones deberán utilizarse 
en beneficio de determinadas empresas, según las nor­
mas establecidas por el Estado; también es este el 
caso, ya que los ingresos de las contribuciones se 
utilizan en aplicación de la Ley n o 2000-108, para 
que se beneficien a la postre categorías de usuarios 
definidas por el Estado, en una medida establecida 
asimismo por éste. 

(136) De conformidad con la jurisprudencia Preussen Elektra, 
que invocan las autoridades francesas, la Comisión, en 
su práctica decisoria relativa a las tarifas de la electricidad, 
ha tenido que examinar la existencia de contribuciones a 
los importes fijados por el Estado e impuestos por éste, 
que financian la instauración de estas tarifas. En función 
de la existencia de un organismo público de control por 
el que transitan los fondos, la Comisión ha concluido, en 
determinados casos, que existen recursos estatales con 
arreglo al artículo 107, apartado 1, del TFUE ( 3 ) o, por 
el contrario, que no existen tales recursos por el hecho de 
que los importes en cuestión no han transitado por nin­
gún fondo creado ni gestionado por el Estado ( 4 ). 

(137) En el caso que nos ocupa, la Comisión, a la luz de su 
práctica anterior, considera por el contrario que el me­
canismo de funcionamiento de las tarifas de regreso, 
cuyas normas son establecidas por el Estado, está íntima­
mente ligado a la utilización de recursos públicos. La 
contribución al servicio público de electricidad puede 
asimilarse en su principio a un impuesto fijado por el 
Estado que transita por la Caja de Depósitos y Consig­
naciones, agente público, bajo el control del organismo 
regulador. 

(138) Las tarifas de regreso son pues financiadas mediante fon­
dos estatales. 

Afectación de la competencia y de los intercambios entre Esta­
dos miembros. 

(139) Las tarifas normales y de regreso constituyen regímenes 
de ayudas, aplicables a todos los sectores de la economía 
en Francia, con la única condición de que consuman 
electricidad. Miles de empresas que se benefician de estas 
tarifas en los sectores industriales y de servicios en 
Francia operan en mercados plenamente abiertos a la
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( 1 ) Véase, por ejemplo, la decisión de la Comisión en el caso de ayuda 
estatal N 161/04 — Costes de transición a la competencia a Portugal 
(DO C 250 de 8.10.2005, p. 9) o, más recientemente, la Decisión de 
la Comisión en el asunto C 24/09 (ex N 446/08), Ayuda estatal para 
empresas de elevado consumo energético, Ley de electricidad ecoló­
gica, Austria (DO L 275 de 10.9.2011, p. 42). 

( 2 ) Sentencias del Tribunal de Justicia de 2 de julio de 1974, Italia/Co­
misión (173/73, Rec. 1974, p. 709) y de 22 de marzo de 1977, 
Steinike/República Federal de Alemania, 78-76, Rec. 1977, p. 595). 

( 3 ) Decisiones de la Comisión de 15 de enero de 2002 n o 826/01, 
Irlanda — Alternative Energy Requirements I to IV y n o N 553/01, 
Renewable Energy (DO C 59 de 6.3.2002). 

( 4 ) Decisión de 27 de febrero de 2002 en el asunto N 661/99, Reino 
Unido — Compensación de transición a la competencia (DO C 45 
de 19.2.2002). El coste adicional derivado de la obligación de com­
pra de electricidad de origen renovable estaba financiado por una 
contribución denominada «Compensación de transición a la compe­
tencia» pagada por los consumidores en proporción a su consumo y 
cuyo importe era fijado por el regulador público al nivel del coste 
adicional considerado, sin organismo público designado para la ges­
tión de los fondos (DO C 113 de 14.5.2002).



competencia en el mercado interior, que no son objeto 
de derechos exclusivos o de restricciones a los intercam­
bios entre Estados miembros. 

(140) Como ya destacó en sus decisiones de incoación y de 
ampliación del procedimiento de examen, la Comisión 
considera que el impacto sobre la competencia y el co­
mercio entre los Estados miembros de los regímenes en 
cuestión es manifiesto, puesto que las actividades econó­
micas que realizan los clientes que se benefician de las 
tarifas normales y de regreso son objeto de intercambios 
entre Estados miembros. 

Conclusión sobre la existencia de una ayuda estatal 

(141) La Comisión concluye que las tarifas normales amarillas y 
verdes y las tarifas de regreso amarillas y verdes cons­
tituyen ayudas estatales con arreglo al artículo 107, apar­
tado 1, del TFUE, a los agentes económicos que se be­
nefician de ellas. 

VII. LEGALIDAD Y CLASIFICACIÓN COMO NUEVA 
AYUDA 

(142) Ninguno de los dos regímenes de tarifas objeto del pre­
sente procedimiento se ha notificado a la Comisión con 
arreglo al artículo 108, apartado 3, del TFUE, antes de su 
aplicación. 

(143) Si bien las tarifas normales reguladas se establecieron en 
1945 —y por consiguiente antes del Tratado CE —al 
mismo tiempo que se creó EDF, y se han aplicado du­
rante todo el período de monopolio de la electricidad en 
Francia, no dejan de constituir ayudas nuevas, y no ayu­
das existentes anteriores a los Tratados. En efecto, las 
decisiones específicas que modificaron el nivel de las 
tarifas normales en términos absolutos y relativos en 
comparación con otras tarifas, han tenido una periodici­
dad anual. Además, las decisiones anuales de fijación de 
su nivel revisten un cierto carácter discrecional y no se 
adoptan en aplicación de normas anteriores al Tratado 
CE. En efecto, aunque los principios generales de fijación 
de las tarifas reguladas expuestos en el considerando (21) 
se hayan enunciado en los textos legislativos o reglamen­
tarias de aplicación, que son posteriores en cualquier caso 
al Tratado CE, los sucesivos dictámenes de la CRE ex­
puestos en los considerandos (112) a (114) demuestran 
claramente que las decisiones anuales de fijación del nivel 
de las tarifas no seguía necesariamente una lógica de 
cobertura de los costes de suministro de electricidad. 

(144) Los dos regímenes de tarifas objeto del presente proce­
dimiento, aplicados sin notificación previa, son por tanto 
ilegales. 

VIII. EVALUACIÓN DE LAS MEDIDAS — COMPATIBILI­
DAD DE LA AYUDA 

(145) Tal y como concluyó la Comisión en su Decisión de 
incoar el procedimiento, el apartado 2 y el apartado 3, 

letras a), b) y d), del artículo 107 del TFUE no son de 
aplicación en el presente caso. 

(146) Asimismo, la Comisión sigue considerando que el artícu­
lo 106, apartado 2, del TFUE, relativo a los servicios de 
interés económico general, no puede aplicarse, contraria­
mente a lo que pretenden algunos terceros interesados. 
En efecto, el artículo 3, apartado 2, de la Directiva 
2009/72/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
13 de julio de 2009, sobre normas comunes para el 
mercado interior de la electricidad y por la que se deroga 
la Directiva 2003/54/CE ( 1 ), limita los posibles servicios 
de interés económico general a las empresas del sector de 
la electricidad. En el caso que nos ocupa, los beneficiarios 
de la ayuda no son las empresas del sector de la elec­
tricidad, sino las empresas clientes, que no cumplen en 
absoluto un servicio de interés económico general. 

(147) La única base para la compatibilidad de las ayudas en 
cuestión con el mercado interior podría ser el artícu­
lo 107, apartado 3, letra c), del TFUE, que prevé que: 
«Podrán considerarse compatibles con el mercado inte­
rior: (…) las ayudas destinadas a facilitar el desarrollo de 
determinadas actividades o de determinadas regiones eco­
nómicas, siempre que no alteren las condiciones de los 
intercambios en forma contraria al interés común (…)». 

(148) En sus decisiones de incoación y ampliación del proce­
dimiento, la Comisión observaba que las ayudas en cues­
tión no podían autorizarse a la luz de las directrices y 
marcos que explican su aplicación del artículo 107, apar­
tado 3, letra c), del TFUE. De hecho, las medidas de 
ayuda examinadas en el presente procedimiento se refie­
ren a dispositivos de tarifas reguladas que no tienen nin­
gún precedente en la práctica de la Comisión. Son apli­
cables a miles de empresas y asimilables a regímenes de 
ayuda de una dimensión no comparable con los estable­
cidos en el marco de las normas derivadas de su práctica 
decisoria pasada individual o consolidada en instrumen­
tos o marcos específicos. Ahora bien, en los ámbitos no 
cubiertos por los distintos instrumentos detallados para 
la valoración de la compatibilidad de las ayudas, no se 
puede descartar que una ayuda pueda cumplir las condi­
ciones del artículo 107, apartado 3, letra c), del TFUE. 

(149) En estas circunstancias, debe examinarse, habida cuenta 
además de los compromisos asumidos por Francia en el 
marco del presente procedimiento, si las ayudas estatales 
objeto del presente procedimiento contribuyen a un ob­
jetivo de interés común, si son necesarias para compensar 
una deficiencia de mercado, y si, con este fin, se propor­
cionadas y no alteran las condiciones de los intercambios 
en una medida contraria al interés común.
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( 1 ) DO L 211 de 14.8.2009, p. 55. El artículo 3, apartado 2, precisa 
que: «En el pleno respeto de las disposiciones pertinentes del Trata­
do, y en particular de su artículo 86, los Estados miembros podrán 
imponer a las empresas eléctricas, en aras del interés económico 
general, obligaciones de servicio público que podrán referirse a la 
seguridad, incluida la seguridad del suministro, a la regularidad, a la 
calidad y al precio de los suministros, así como a la protección del 
medio ambiente, incluidas la eficiencia energética, la energía proce­
dente de fuentes renovables y la protección del clima. Estas obliga­
ciones de servicio público deberán definirse claramente, ser trans­
parentes, no discriminatorias y controlables, y garantizar a las em­
presas eléctricas de la Comunidad el acceso, en igualdad de condi­
ciones, a los consumidores nacionales».



Objetivo de interés común 

(150) El éxito de la plena liberalización de los mercados de la 
electricidad es un objetivo de interés común subrayado 
por las instituciones de la Unión en sus actividades y 
competencias respectivas. 

(151) La Comisión ha reconocido, sobre la base del artícu­
lo 107, apartado 3, letra c), del TFUE, el fundamento 
de las ayudas estatales limitadas en el tiempo que tengan 
por objeto o efecto acompañar y facilitar el éxito del 
proceso de liberalización del mercado de la electricidad 
cuando las fuerzas del mercado resulten insuficientes 
para lograrlo, incluso cuando tales medidas puedan afec­
tar a los operadores históricos que disponen de una po­
sición privilegiada en su mercado nacional ( 1 ). Por consi­
guiente, conviene comprobar si las ayudas en cuestión 
pueden contribuir a un éxito efectivo de esta liberaliza­
ción cuyos beneficiarios últimos deben ser los consumi­
dores de electricidad. 

(152) Las autoridades francesas asumieron el 12 de enero de 
2012 el compromiso de poner fin a las tarifas reguladas 
en 2015, mientras que las tarifas de regreso ya se habían 
eliminado en julio de 2011. Debido a su carácter transi­
torio y limitado en el tiempo, la ayuda estatal puede 
facilitar una transición progresiva hacia un mercado ver­
daderamente competitivo en condiciones aceptables, ha­
bida cuenta de la situación en Francia antes de la libera­
lización y, teniendo en cuenta todas las circunstancias del 
caso, dicha ayuda contribuye a un objetivo de interés 
común. 

Fallo de mercado: Necesidad de la ayuda 

(153) Las tarifas reguladas se han aplicado durante todo el 
período de monopolio de la producción, el transporte 
y la distribución de electricidad en Francia. Su existencia 
y su mantenimiento tras la liberalización total del mer­
cado de la electricidad, que se produjo el 1 de enero de 

2004 para los clientes profesionales y el 1 de enero de 
2007 para todos los clientes, responden a una lógica de 
protección de los consumidores que se enfrentan a la 
situación de predominio de un único proveedor. Aun 
siendo una herencia progresivamente eliminada del pe­
ríodo del monopolio de EDF en Francia, las tarifas regu­
ladas, en su estructura y su nivel, persiguen el objetivo de 
evitar que EDF obtenga beneficios excepcionales utili­
zando una tarificación excesiva por parte de un operador 
que pueda conservar una parte importante del mercado 
minorista durante un largo período, tras la liberalización. 
Sin embargo, la prevención por las autoridades francesas 
de una eventual tarificación abusiva por EDF dio lugar a 
una ayuda en favor de los consumidores franceses de 
electricidad. 

(154) En efecto, debido a la estructura específica del mercado 
francés expuesta en los considerandos (48) a (52), EDF se 
encontraba, en el momento de la liberalización, en una 
situación de cuasimonopolio que le confería una total 
libertad para fijar los precios minoristas en el mercado 
francés de la electricidad. En el caso que nos ocupa, una 
limitación de la libertad de fijación de precios mediante el 
mantenimiento de los medios reglamentarios previos 
puede resultar justificada por la situación y las caracterís­
ticas del mercado francés. 

(155) Habida cuenta de la dimensión y del carácter no repetible 
de las ventajas competitivas que confería y confiere a esta 
empresa la explotación de su parque de producción elec­
tronuclear, que se explican más detalladamente en los 
considerandos (48) a (50), habría sido inútil esperar 
que únicamente el juego competitivo de los nuevos en­
trantes permitiera crear las condiciones óptimas de com­
petencia para la prestación de servicios de suministro de 
electricidad. Sin otras medidas estructurales, solamente el 
control ex post de los posibles comportamientos de pre­
cios abusivos no bastaría para garantizar por sí mismo 
un funcionamiento óptimo, incluso mediante la entrada 
de nuevos competidores. Por el contrario, una libertad 
absoluta de tarificación habría podido dar lugar a la per­
petuación de la situación particular de EDF, que habría 
dispuesto de los recursos financieros suficientes para eli­
minar a sus competidores o para mantener unos ingresos 
que le permitieran aumentar y diversificar sus medios de 
producción, en Francia y en otros lugares del mercado 
interior. 

(156) Por otra parte, esta deficiencia del mercado debe anali­
zarse también desde el punto de vista de los beneficiarios 
de la ayuda. Muchas empresas, y muy especialmente los 
mayores consumidores, tomaron sus decisiones, en par­
ticular en materia de inversiones en equipo pesado, ba­
sándose en los costes estimativos de la electricidad rela­
cionados con las tarifas reguladas que reflejaban esencial­
mente los costes medios de las centrales nucleares, y no 
en precios fluctuantes dependientes de los precios de los 
combustibles fósiles y del CO 2 , que determinan en gran 
medida, ahora, la formación de los precios en el mercado 
libre. Un paso brutal de un régimen de precios a otro, 
que habría implicado asimismo un claro aumento medio, 
habría podido crear dificultades importantes para muchas
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( 1 ) En su Comunicación de 2001 sobre la Metodología de análisis de las 
ayudas estatales vinculadas a costes de transición a la competencia 
(adoptada el 26 julio 2001 y comunicada a los Estados miembros 
mediante carta SG (2001) D/290869 del 6.8.2001) la Comisión 
declaró: 
«La transición progresiva de una situación en la que la competencia 
se veía ampliamente limitada a una situación de auténtica compe­
tencia a nivel europeo debe hacerse en condiciones económicas 
aceptables, habida cuenta de las especificidades de la industria eléc­
trica. (…) 
Las ayudas estatales que corresponden a los costes de transición a la 
competencia elegibles definidos en esta comunicación tienen por 
finalidad facilitar la transición de las empresas eléctricas a un mer­
cado de la electricidad competitivo. La Comisión puede tener una 
actitud favorable respecto a estas ayudas siempre y cuando la dis­
torsión de la competencia se vea contrapesada por su contribución a 
la realización de un objetivo común que las fuerzas del mercado no 
podrían lograr. En efecto, la distorsión de la competencia producida 
por las ayudas desembolsadas para facilitar el paso de las empresas 
eléctricas de un mercado más o menos cerrado a un mercado par­
cialmente liberalizado puede no ser contraria al interés común 
cuando es limitada en el tiempo y sus efectos, ya que la liberaliza­
ción del mercado de la electricidad se sitúa en el interés general del 
mercado común de conformidad con el artículo 2 y el artículo 3, 
apartado 1, letra t), del Tratado y completa la creación del mercado 
interior.»



empresas cuyo capital inmovilizado en equipos consumi­
dores de electricidad es poco flexible a corto plazo. Por 
tanto, un período transitorio claramente limitado en el 
tiempo parece adecuado. 

(157) La ayuda resultante de las tarifas que son objeto del 
presente procedimiento puede considerarse, en este caso 
concreto, necesaria para paliar esta deficiencia del merca­
do. Los beneficios de la diversificación de la oferta vin­
culados con la reforma del mercado de la electricidad en 
Francia en la fase inicial de la actividad de los beneficia­
rios de la ayuda permitirían adecuar el capital productivo 
de estos beneficiarios a las señales de los precios del 
mercado menos distorsionados por la situación de domi­
nio de EDF, mejorando las condiciones para el desarrollo 
de las actividades económicas que desempeñan, lo que es 
el objetivo del artículo 107, apartado 3, letra c), del 
TFUE. 

Proporcionalidad de la ayuda 

(158) Sobre esta misma base jurídica, en determinadas condi­
ciones, en particular la limitación de las ayudas en el 
tiempo, las ayudas de funcionamiento que reducen los 
costes corrientes de la energía para sus beneficiarios, sin 
contrapartida ni verdadero efecto de incentivo, se consi­
deran compatibles con el mercado interior en el caso de 
las reducciones de las cargas fiscales que pesan sobre 
dichos costes cuando la ausencia de ayuda puede dar 
lugar a un aumento sustancial de los costes de produc­
ción de los sectores afectados ( 1 ). 

(159) Tanto el régimen de las tarifas normales como las tarifas 
de regreso han experimentado, a lo largo del período 
cubierto por el presente procedimiento, aumentos conti­
nuos, incluso cuando los precios de mercado disminuye­
ron a partir de 2009. Como muestran las deliberaciones 
de la CRE expuestas en los considerandos (113) y (114), 
esta tendencia general de aumento se ha encaminado, 
más concretamente desde 2009, a reducir el número 
de centros de consumo que se benefician de ventajas 
más importantes en relación con los precios de mercado. 

(160) De conformidad con el intercambio de cartas de 15 de 
septiembre de 2009, la transición se escalonará hasta 
2015. Por otra parte, los compromisos de Francia por 
lo que respecta a la congelación del precio del acceso 
regulado a la energía nuclear histórica en 2012 y 2013, 
y su fijación con arreglo a los parámetros previstos por la 
Ley n o 2010-1488, por la que se establece la nueva 
organización del mercado de la electricidad, por una 
parte, y, por otra, el aumento de las tarifas reguladas 
año tras año hasta 2015 y su posterior desaparición 
permitirán garantizar, en una perspectiva razonable, la 
continuación de la convergencia con los precios de mer­
cado o, en cualquier caso, su aumento gradual. 

(161) Un régimen que garantice un aumento gradual y conti­
nuo, y la posterior desaparición de las tarifas, facilitará la 
transición hacia los precios de mercado en un sistema en 

el que las deficiencias del mismo se han paliado mediante 
un dispositivo impuesto por vía legislativa que favorece el 
surgimiento de una competencia efectiva con acceso a los 
suministros del parque de explotación de EDF. La ayuda, 
de importe progresivamente decreciente, que permite a 
las empresas beneficiarias adaptar sus herramientas pro­
ductivas dimensionadas en función de los precios resul­
tantes de las tarifas reguladas a las nuevas condiciones de 
mercado puede considerarse proporcionada. 

(162) En estas circunstancias, la Comisión concluye que la 
ayuda resultante de la existencia de las tarifas objeto 
del presente procedimiento es proporcionada. 

Afectación de los intercambios en una medida contraria al 
interés común 

(163) Las medidas en cuestión afectan a cientos de miles de 
lugares de consumo de electricidad y, por consiguiente, a 
miles de beneficiarios abastecidos con las tarifas normales 
y de regreso, en un contexto de transición hacia un 
mercado plenamente liberalizado. Las ayudas objeto del 
presente procedimiento, si bien son selectivas en el sen­
tido del artículo 107, apartado 1, del TFUE, puesto que 
están reservadas únicamente a las empresas consumido­
ras de electricidad, no están en absoluto dirigidas a unos 
beneficiarios concretos, ni a sectores concretos de la eco­
nomía. Unas medidas poco específicas sobre las catego­
rías de beneficiarios como son las medidas que nos ocu­
pan pueden ser menos restrictivas de la competencia que 
otras medidas más selectivas. 

(164) La Comisión considera, por otra parte, que se han respe­
tado las condiciones impuestas en el intercambio de car­
tas entre la Comisión y Francia en septiembre de 2009 y 
enero 2012. Los dos puntos esenciales, a saber, la ins­
tauración de una reforma profunda del mercado de la 
electricidad en Francia con un acceso regulado a la elec­
tricidad nuclear histórica para los competidores de EDF y 
el final de las tarifas reguladas verdes y amarillas, quedan 
reflejados en la Ley n o 2010-1488. 

(165) De la reciente práctica decisoria de la Comisión en el 
ámbito de la energía se desprende que, con arreglo a la 
base jurídica que proporciona el artículo 107, apartado 3, 
letra c), del TFUE, la Comisión podrá tener en cuenta los 
beneficios en términos de mejora de la competencia en 
un mercado distinto de aquel en el que operan los be­
neficiarios de la ayuda, para decidir sobre la compatibili­
dad de la misma ( 2 ). En el caso que nos ocupa, deben 
tenerse en cuenta los beneficios previsibles en el mercado 
del suministro de la electricidad a consecuencia de los 
compromisos asumidos por Francia durante el presente 
procedimiento. 

(166) Los primeros resultados de la compra de electricidad a 
través del acceso regulado a la energía nuclear histórica 
arrojan una demanda cercana a 60 TWh. En total, 32 
proveedores alternativos recurrieron al acceso regulado a
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( 1 ) Directrices comunitarias sobre ayudas estatales en favor del medio 
ambiente, DO C 82 de 1.4.2008, p. 1, capítulo IV, apartados 153- 
154. 

( 2 ) SA.31953 (11/N) — Construcción de un terminal de GNL en Swi­
noujsciu (DO C 361 de 10.12.2011), SA. 30980 (11/N) — Cons­
trucción de la interconexión y de una línea de conducción eléctrica 
transfronteriza entre Polonia y Lituania (DO C 79 de 12.3.2011), 
SA.29870 (N 660/09) Ayuda a PGNiG para el almacenamiento 
subterráneo de gas (DO C 213 de 6.8.2010).



la energía nuclear histórica y su demanda se sirvió ente­
ramente. Habida cuenta de las características estructurales 
del mercado de suministro de la electricidad en Francia 
descritas en los considerandos (48) a (52), estos primeros 
resultados indican una apertura gradual que permite una 
competencia que no habría podido desarrollarse sin los 
compromisos contraídos por Francia en lo que respecta 
al acceso a la energía nuclear histórica, que puede alcan­
zar hasta el 25 % de la producción de EDF. Ningún 
proveedor alternativo habría podido disponer de medios 
de producción de la misma magnitud que los del opera­
dor histórico en un plazo tan corto. El compromiso 
adicional de Francia en relación con el bloqueo del precio 
del acceso regulado a la electricidad nuclear histórica 
hasta la entrada en vigor del Decreto que fija el método 
de cálculo de ese precio y, por tanto, su reducción pre­
visible en términos reales, debería acelerar el movimiento 
hacia un mercado más competitivo. Por lo que respecta 
al período posterior, como se ha señalado en la carta de 
los Comisarios responsables de la Competencia y la Ener­
gía de 15 de septiembre de 2009, las modalidades téc­
nicas previstas para dicho acceso regulado serán decisivas 
en muchos aspectos. Por tanto, hay que prever que la 
medida que fije el método de cálculo para establecer los 
precios del acceso regulado se presentará a la Comisión 
en la fase de proyecto para su aprobación previa. En este 
contexto, la Comisión comprobará, en particular, que el 
método en cuestión es objetivo, se basa en principios 
contables generalmente reconocidos y establecidos, y da 
lugar a una fijación de precios que permitan el desarrollo 
de una competencia efectiva en el mercado. 

(167) La Comisión considera que la reforma desarrollada por la 
Ley n o 2010-1488 tendrá un impacto favorable sobre el 
mercado interior europeo, ya que favorece la entrada de 
nuevos competidores y el mantenimiento de los opera­
dores activos. El acceso regulado a la energía nuclear 
hasta el límite de 100 TWh debería contribuir, junto 
con el acoplamiento progresivo de los mercados de la 
Unión Europea y el desarrollo de las interconexiones, al 
desarrollo de la competencia que conduzca a una presión 
sobre los precios en Francia y en otros Estados miem­
bros. 

(168) En suma, las ventajas para el mercado de suministro de 
electricidad, cuya liberalización efectiva es una prioridad 
para el mercado interior de la UE, compensan los efectos 
negativos para la competencia y los intercambios entre 
Estados miembros, si bien estos últimos son limitados 
habida cuenta del carácter poco selectivo de la medida, 
tal como se explica en los considerandos (101) a (106) y 
(139) a (140). Así pues, la ayuda estatal presente en las 
tarifas normales y de regreso no afecta a los intercambios 
en una medida contraria al interés común de la Unión y 
respeta por tanto el criterio previsto en el artículo 107, 
apartado 3, letra c), del TFUE. 

IX. CONCLUSIONES 

La Comisión constata que Francia ha ejecutado ilegalmente la 
ayuda en cuestión, en infracción del artículo 108, apartado 3, 
del TFUE. No obstante, habida cuenta de que esta ayuda ha 
tenido un carácter transitorio vinculado a la liberalización del 

mercado de la electricidad en Francia y que está acompañada de 
compromisos hacia una reforma en profundidad de las condi­
ciones de competencia en el mercado francés de suministro de 
electricidad, la Comisión concluye que no ha incidido negativa­
mente y no afecta a los intercambios en una medida contraria al 
interés común en el sentido del artículo 107, apartado 3, letra 
c), del TFUE, siempre que se cumplan las condiciones estable­
cidas en los artículos 1 a 4. 

HA ADOPTADO LA PRESENTE DECISIÓN: 

Artículo 1 

La medida de ayuda ejecutada por Francia mediante las tarifas 
reguladas de venta de electricidad (tarifas «verdes» y «amarillas») 
y las tarifas reguladas transitorias de ajuste del mercado para los 
consumidores grandes y medianos, es compatible con el mer­
cado interior, en las condiciones establecidas en el artículo 2. 

Artículo 2 

Francia pondrá en marcha un dispositivo de acceso regulado a 
la energía nuclear histórica producida por las instalaciones exis­
tentes, consistente en obligar a la empresa Electricité de France, 
durante un período que finalizará el 31 de diciembre de 2025, a 
vender a sus competidores en el mercado minorista de la elec­
tricidad una parte de su producción de electricidad de origen 
nuclear, dentro del límite máximo de 100 TWh, a un precio 
regulado. El precio del acceso regulado a la energía nuclear 
histórica se revisará cada año y reflejará las condiciones econó­
micas de producción de electricidad a lo largo de la duración del 
dispositivo. El nivel de precios del acceso regulado a la energía 
nuclear histórica no podrá exceder de 42 EUR por MWh y no 
se modificará en tanto no entre en vigor una medida que fije el 
método de cálculo para establecerlo. Esta medida se presentará a 
la Comisión en fase de proyecto para su aprobación previa. 

Francia pondrá fin a cualquier ayuda estatal resultante de la 
aplicación de tarifas reguladas transitorias de ajuste del mercado 
para los consumidores grandes y medianos que pudiera subsistir 
y se abstendrá de establecer ningún dispositivo equivalente. 

Las decisiones adoptadas por Francia después del verano de 
2012 por lo que respecta a las tarifas reguladas de venta de 
la electricidad permitirán reducir progresivamente, con respecto 
a 2012 y, posteriormente, cada año con respecto al año ante­
rior, la diferencia entre la suma de los costes y la tarifa regulada. 

Francia pondrá fin a cualquier ayuda estatal resultante de la 
aplicación de tarifas reguladas de venta de electricidad a más 
tardar el 31 de diciembre de 2015 para los consumidores 
grandes y medianos, y se abstendrá de establecer ningún dispo­
sitivo equivalente. 

Artículo 3 

Francia informará a la Comisión, en un plazo de dos meses a 
partir de la fecha de notificación de la presente Decisión, de las 
medidas adoptadas o previstas en cumplimiento de la misma.
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Artículo 4 

La República Francesa es la destinataria de la presente Decisión. 

Hecho en Bruselas, el 12 de junio de 2012. 

Por la Comisión 

Joaquín ALMUNIA 
Vicepresidente
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V 

(Anuncios) 

PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS 

COMISIÓN EUROPEA 

Convocatoria de propuestas EAC/S01/13 — programa La Juventud en Acción 2007-2013 

(2012/C 398/06) 

INTRODUCCIÓN 

La presente convocatoria de propuestas está basada en la Decisión n o 1719/2006/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 15 de noviembre de 2006, por la que se establece el programa «La juventud 
en acción» para el período 2007-2013 ( 1 ), denominado en lo sucesivo el Programa «La Juventud en Acción». 
Las condiciones detalladas de la presente convocatoria de propuestas figuran en la Guía del Programa «La 
Juventud en Acción» (2007-2013) publicada en el sitio web Europa (véase el punto VIII). La Guía del 
Programa forma parte integrante de la presente convocatoria de propuestas. 

I. Objetivos y prioridades 

Los objetivos generales definidos en la Decisión por la que se establece el Programa «La Juventud en Acción» 
son los siguientes: 

— promover la ciudadanía activa de los jóvenes, en general, y su ciudadanía europea, en particular; 

— potenciar la solidaridad y promover la tolerancia de los jóvenes, sobre todo para reforzar la cohesión 
social de la UE; 

— favorecer el entendimiento mutuo entre los jóvenes de países diferentes; 

— contribuir a mejorar la calidad de los sistemas de apoyo a las actividades de los jóvenes y a reforzar la 
capacidad de las organizaciones de la sociedad civil en el ámbito de la juventud; 

— favorecer la cooperación europea en el ámbito de la juventud. 

Estos objetivos generales se implementarán mediante proyectos, teniendo en cuenta las prioridades perma­
nentes siguientes: 

— Ciudadanía europea 

— Participación de los jóvenes 

— Diversidad cultural 

— Inclusión de los jóvenes con menos oportunidades 

Además de las prioridades permanentes mencionadas anteriormente, podrán establecerse prioridades anuales 
para el Programa «La Juventud en Acción» y anunciarse en los sitios web de la Comisión, la Agencia 
Ejecutiva y las agencias nacionales. 

Para el año 2013, las prioridades son las siguientes: 

— proyectos que propongan actividades de sensibilización sobre la ciudadanía de la UE y los derechos que 
la acompañan, en el contexto del Año Europeo de los Ciudadanos;
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( 1 ) DO L 327 de 24.11.2006, p. 30.



— proyectos destinados a fomentar la participación en las elecciones al Parlamento Europeo de 2014, de 
modo que los jóvenes puedan comportarse como ciudadanos activos e informados; 

— proyectos que aborden problemas tales como el desempleo juvenil y proyectos destinados a estimular la 
movilidad y la participación activa de los jóvenes desempleados en la sociedad; 

— proyectos que aborden la cuestión de la pobreza y de la marginación y promuevan la sensibilización y el 
compromiso de los jóvenes frente a estos problemas en pro de una sociedad más integradora; en este 
mismo contexto, proyectos que hagan especial hincapié en la integración de los jóvenes inmigrantes, de 
los jóvenes con discapacidad y, en su caso, de los jóvenes de etnia romaní; 

— proyectos destinados a fomentar el espíritu de iniciativa, la creatividad y el emprendimiento y la 
empleabilidad de la juventud, especialmente mediante iniciativas juveniles; 

— proyectos destinados a fomentar un comportamiento saludable, que propugnen las actividades al aire 
libre y el deporte de base como forma de generalizar un estilo de vida sano e impulsar la inclusión social 
y la participación activa de los jóvenes en la sociedad. 

II. Estructura del Programa «La Juventud en Acción» 

Para alcanzar sus objetivos, el Programa «La Juventud en Acción» prevé cinco acciones operativas. 

La presente convocatoria de propuestas se refiere al apoyo a las acciones y subacciones enumeradas a 
continuación: 

Acción 1: La juventud con Europa 

— Subacción 1.1 — Intercambios de jóvenes (hasta quince meses de duración): Estos intercambios ofrecen a 
grupos de jóvenes procedentes de diferentes países la posibilidad de encontrarse y de conocer mejor sus 
respectivas culturas. Los grupos planifican juntos su intercambio en torno a un tema de interés mutuo. 

— Subacción 1.2 — Iniciativas de jóvenes (entre tres y dieciocho meses de duración): Las iniciativas de 
jóvenes apoyan proyectos de grupos definidos a escala local, regional y nacional. Apoyan también el 
establecimiento de redes entre proyectos similares de distintos países, con el propósito de reforzar su 
dimensión europea y de mejorar la cooperación y el intercambio de experiencias entre los jóvenes. 

— Subacción 1.3 — Proyectos de democracia de jóvenes (entre tres y dieciocho meses de duración): Los 
Proyectos de democracia de jóvenes apoyan la participación de los jóvenes en la vida democrática de su 
comunidad a nivel local, regional, nacional e internacional. 

Acción 2: Servicio Voluntario Europeo 

Esta acción apoya la participación de los jóvenes en diversas formas de actividades voluntarias, tanto dentro 
como fuera de la Unión Europea. En el marco de esta acción, los jóvenes participan, individualmente o en 
grupo, en actividades voluntarias no remuneradas en el extranjero (hasta veinticuatro meses de duración). 

Acción 3: La juventud en el mundo 

— Subacción 3.1 — Cooperación con los países vecinos de la Unión Europea (hasta quince meses de 
duración): Esta subacción presta apoyo a proyectos con países socios vecinos, a saber, intercambios 
de jóvenes y proyectos de formación y creación de redes en el ámbito de la juventud. 

Acción 4: Sistemas de apoyo a la juventud 

— Subacción 4.3 — Formación y establecimiento de redes entre agentes activos en el ámbito de la juventud 
y en organizaciones juveniles (entre tres y dieciocho meses de duración): Esta subacción apoya en 
especial el intercambio de experiencias, conocimientos y buenas prácticas, así como actividades que 
puedan dar origen a proyectos, asociaciones y redes de calidad de larga duración. 

Acción 5: Apoyo a la cooperación europea en el ámbito de la juventud 

— Subacción 5.1 — Encuentros entre los jóvenes y los responsables de las políticas de juventud (entre tres y 
nueve meses de duración): Esta subacción apoya la cooperación, la celebración de seminarios y el 
diálogo estructurado entre los jóvenes, las personas que trabajan en el sector de la juventud y los 
responsables de la política de juventud.
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III. Solicitantes admisibles 

Podrán presentar solicitudes las entidades siguientes: 

— organizaciones no lucrativas o no gubernamentales 

— organismos públicos locales o regionales 

— grupos informales de jóvenes 

— organismos activos a escala europea en el ámbito de la juventud 

— organizaciones internacionales no lucrativas 

— organizaciones lucrativas que organicen un acontecimiento en el ámbito de la juventud, del deporte o de 
la cultura. 

Los solicitantes deberán estar legalmente constituidos en uno de los países participantes en el Programa o en 
países socios vecinos, de la Asociación Oriental o de los Balcanes Occidentales. 

No obstante, algunas acciones del Programa van dirigidas a una lista más limitada de promotores. Por lo 
tanto, la admisibilidad de los promotores solicitantes se define específicamente para cada acción o subacción 
en la Guía del Programa. 

IV. Países admisibles 

El Programa está abierto a la participación de los países siguientes: 

a) los Estados miembros de la UE; 

b) los Estados de la AELC que sean miembros del EEE, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo EEE 
(Islandia, Liechtenstein y Noruega); 

c) los países candidatos beneficiarios de una estrategia de preadhesión, conforme a los principios generales 
y las condiciones y modalidades generales de participación establecidos en los acuerdos marco celebrados 
con dichos países para su participación en programas de la Unión Europea (Turquía y Croacia); 

d) Suiza; 

e) terceros países que hayan firmado con la Unión Europea acuerdos pertinentes para el ámbito de la 
juventud. 

No obstante, algunas acciones del Programa van dirigidas a una lista más limitada de países. Por lo tanto, la 
admisibilidad de los países se define específicamente para cada acción o subacción en la Guía del Programa. 

V. Criterios de adjudicación 

i) Subacciones 1.1, 1.2, 3.1 y 4.3 y acción 2: 

— la pertinencia respecto a los objetivos y las prioridades del Programa (30 %) 

— la calidad del proyecto y los métodos propuestos (50 %) 

— el perfil de los participantes y los promotores (20 %) 

ii) Subacción 1.3: 

— la pertinencia respecto a los objetivos y las prioridades del Programa (30 %) 

— la calidad del concepto temático (20 %) 

— la calidad del proyecto y los métodos propuestos (30 %) 

— el perfil y el número de participantes y promotores (20 %) 

iii) Subacción 5.1: 

— la pertinencia respecto a los objetivos y las prioridades del Programa (20 %) 

— la pertinencia respecto a los objetivos de la política de juventud de la UE (20 %) 

— la calidad del proyecto y los métodos propuestos (40 %) 

— el perfil y el número de participantes y promotores (20 %)
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VI. Presupuesto y duración 

El Programa tiene un presupuesto global de 885 millones EUR para el periodo 2007-2013. El presupuesto 
anual está sujeto a una decisión de las autoridades presupuestarias. 

Presupuesto previsto para 2013 en relación con las siguientes acciones y subacciones 

Subacción 1.1 Intercambios de jóvenes 39 691 270 

Subacción 1.2 Iniciativas de jóvenes 14 794 500 

Subacción 1.3 Proyectos de democracia de jóvenes 9 151 000 

Acción 2 Servicio Voluntario Europeo 70 156 580 

Subacción 3.1 Cooperación con los países vecinos 
de la Unión Europea 

14 082 560 

Subacción 4.3 Formación y creación de redes entre 
las personas que trabajan en el ám­
bito de la juventud y en organizacio­
nes juveniles 

21 749 750 

Subacción 5.1 Encuentros de jóvenes y responsables 
de la política de juventud 

9 539 340 

VII. Plazos de solicitud 

La solicitud debe presentarse en el plazo correspondiente a la fecha de inicio del proyecto. Para los 
proyectos presentados a una agencia nacional hay tres plazos de solicitud al año: 

Proyectos que empiezan entre el Fecha límite de presentación 

1 de mayo y el 31 de octubre 1 de febrero 

1 de agosto y el 31 de enero 1 de mayo 

1 de enero y el 30 de junio 1 de octubre 

En relación con los proyectos presentados a la Agencia Ejecutiva hay tres plazos de solicitud al año: 

Proyectos que empiezan entre el Fecha límite de presentación 

1 de agosto y el 31 de diciembre 1 de febrero 

1 de diciembre y el 30 de abril 3 de junio 

1 de marzo y el 31 de julio 3 de septiembre 

VIII. Más información 

Puede obtenerse más información en la Guía del Programa «La Juventud en Acción» en los sitios web 
siguientes: 

http://ec.europa.eu/youth 

http://eacea.ec.europa.eu/youth/index_en.htm
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PROCEDIMIENTOS RELATIVOS A LA APLICACIÓN DE LA POLÍTICA DE 
COMPETENCIA 

COMISIÓN EUROPEA 

Notificación previa de una operación de concentración 

(Asunto COMP/M.6788 — Goldman Sachs/TPG/Barclays/Kew Green) 

Asunto que podría ser tramitado conforme al procedimiento simplificado 

(Texto pertinente a efectos del EEE) 

(2012/C 398/07) 

1. El 13 de diciembre de 2012, la Comisión recibió la notificación, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 4 del Reglamento (CE) n o 139/2004 del Consejo ( 1 ), de un proyecto de concentración por el cual 
las empresas Goldman Sachs Group, Inc. («Goldman Sachs», EE.UU.), TPG Lundy Co L.P. («TPG», Islas 
Caimán), bajo el control en última instancia de TPG group of Funds («TPG Funds», EE.UU.) y Barclays 
plc («Barclays», Reino Unido) adquieren el control conjunto, a tenor de lo dispuesto en el artículo 3, 
apartado 1, letra b), del Reglamento comunitario de concentraciones, de Kew Green Holdings Limited («Kew 
Green», Reino Unido) mediante adquisición de acciones. 

2. Las actividades comerciales de las empresas en cuestión son las siguientes: 

— Goldman Sachs: fondo de inversión mundial que ofrece una amplia gama de servicios a nivel mundial a 
una base diversificada de clientes, 

— TPG: fondo de inversión mundial que ofrece una amplia gama de servicios a nivel mundial a una base 
diversificada de clientes, 

— TPG Funds: cartera de fondos que reúne y gestiona los distintos fondos controlados por TPG, 

— Barclays: gran proveedor de servicios financieros a nivel mundial presente en todos los sectores de la 
banca, 

— Kew Green: empresa propietaria y explotadora de hoteles en el Reino Unido. 

3. Tras un examen preliminar, la Comisión considera que la operación notificada podría entrar en el 
ámbito de aplicación del Reglamento comunitario de concentraciones. No obstante, se reserva su decisión 
definitiva al respecto. En virtud de la Comunicación de la Comisión sobre el procedimiento simplificado 
para tramitar determinadas concentraciones en virtud del Reglamento comunitario de concentraciones ( 2 ), 
este asunto podría ser tramitado conforme al procedimiento simplificado establecido en dicha Comunica­
ción. 

4. La Comisión invita a los interesados a que le presenten sus posibles observaciones sobre el proyecto de 
concentración. 

Las observaciones deberán obrar en poder de la Comisión en un plazo máximo de diez días a partir de la 
fecha de la presente publicación. Podrán enviarse por fax (+32 22964301), por correo electrónico a COMP- 
MERGER-REGISTRY@ec.europa.eu o por correo, con indicación del número de referencia COMP/M.6788 — 
Goldman Sachs/TPG/Barclays/Kew Green, a la siguiente dirección: 

Comisión Europea 
Dirección General de Competencia 
Registro de Concentraciones 
J-70 
1049 Bruxelles/Brussel 
BELGIQUE/BELGIË
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Notificación previa de una operación de concentración 

(Asunto COMP/M.6777 — Yazaki Europe/S-Y Systems Technologies Europe) 

Asunto que podría ser tramitado conforme al procedimiento simplificado 

(Texto pertinente a efectos del EEE) 

(2012/C 398/08) 

1. El 14 de diciembre de 2012, la Comisión recibió la notificación, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 4 del Reglamento (CE) n o 139/2004 del Consejo ( 1 ), de un proyecto de concentración por el cual 
Yazaki Europe Limited («YEL», Reino Unido), propiedad de Yazaki Corporation («YC», Japón), adquiere el 
control, a tenor de lo dispuesto en el artículo 3, apartado 1, letra b), del Reglamento comunitario de 
concentraciones, de la totalidad de S-Y Systems Technology Europe GmbH («S-YST», Alemania) mediante 
adquisición de acciones. S-YST se encuentra en la actualidad bajo el control conjunto de YC y Continental 
Automotive GmbH. 

2. Las empresas en cuestión, YEL y S-YST, están activas en el desarrollo y venta de sistemas de dis­
tribución eléctricos para vehículos automóviles (juegos de cables) 

3. Tras un examen preliminar, la Comisión considera que la operación notificada podría entrar en el 
ámbito de aplicación del Reglamento comunitario de concentraciones. No obstante, se reserva su decisión 
definitiva al respecto. En virtud de la Comunicación de la Comisión sobre el procedimiento simplificado 
para tramitar determinadas concentraciones en virtud del Reglamento comunitario de concentraciones ( 2 ), 
este asunto podría ser tramitado conforme al procedimiento simplificado establecido en dicha Comunica­
ción. 

4. La Comisión invita a los interesados a que le presenten sus posibles observaciones sobre el proyecto de 
concentración. 

Las observaciones deberán obrar en poder de la Comisión en un plazo máximo de diez días a partir de la 
fecha de la presente publicación. Podrán enviarse por fax (+32 22964301), por correo electrónico a COMP- 
MERGER-REGISTRY@ec.europa.eu o por correo, con indicación del número de referencia COMP/M.6777 — 
Yazaki Europe/S-Y Systems Technologies Europe, a la siguiente dirección: 

Comisión Europea 
Dirección General de Competencia 
Registro de Concentraciones 
J-70 
1049 Bruxelles/Brussel 
BELGIQUE/BELGIË
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Precio de suscripción 2012 (sin IVA, gastos de envío ordinario incluidos) 

Diario Oficial de la UE, series L + C, solo edición impresa 22 lenguas oficiales de la UE 1 200 EUR al año 

Diario Oficial de la UE, series L + C, edición impresa + DVD anual 22 lenguas oficiales de la UE 1 310 EUR al año 

Diario Oficial de la UE, serie L, solo edición impresa 22 lenguas oficiales de la UE 840 EUR al año 

Diario Oficial de la UE, series L + C, DVD mensual (acumulativo) 22 lenguas oficiales de la UE 100 EUR al año 

Suplemento del Diario Oficial (serie S: Anuncios de contratos 
públicos), DVD semanal 

Plurilingüe: 
23 lenguas oficiales de la UE 

200 EUR al año 

Diario Oficial de la UE, serie C: Oposiciones Lengua(s) en función de la 
oposición 

50 EUR al año 

La suscripción al Diario Oficial de la Unión Europea, que se publica en las lenguas oficiales de la Unión Europea, 
está disponible en 22 versiones lingüísticas. Incluye las series L (Legislación) y C (Comunicaciones e informa- 
ciones). 
Cada versión lingüística es objeto de una suscripción aparte. 
Con arreglo al Reglamento (CE) n o 920/2005 del Consejo, publicado en el Diario Oficial L 156 de 18 de junio de 
2005, que establece que las instituciones de la Unión Europea no estarán temporalmente vinculadas por la 
obligación de redactar todos los actos en irlandés y de publicarlos en esta lengua, los Diarios Oficiales publicados 
en lengua irlandesa se comercializan aparte. 
La suscripción al Suplemento del Diario Oficial (serie S: Anuncios de contratos públicos) reagrupa las 
23 versiones lingüísticas oficiales en un solo DVD plurilingüe. 
Previa petición, las personas suscritas al Diario Oficial de la Unión Europea podrán recibir los anexos del Diario 
Oficial. La publicación de estos anexos se comunica mediante una «Nota al lector» insertada en el Diario Oficial 
de la Unión Europea. 

Venta y suscripciones 

Las suscripciones a diversas publicaciones periódicas de pago, como la suscripción al Diario Oficial de la 
Unión Europea, están disponibles en nuestra red de distribuidores comerciales, cuya relación figura en la 
dirección siguiente de Internet: 
http://publications.europa.eu/others/agents/index_es.htm 

EUR-Lex (http://eur-lex.europa.eu) ofrece acceso directo y gratuito a la legislación de la Unión Europea. 
Desde este sitio puede consultarse el Diario Oficial de la Unión Europea, así como los 

Tratados, la legislación, la jurisprudencia y la legislación en preparación. 

Para más información acerca de la Unión Europea, consulte: http://europa.eu 
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